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Convención de Belem do Pará

CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER.

“CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ”

Resolución aprobada en la séptima sesión plenaria celebrada el  9 
de junio de 1994.

LA ASAMBLEA GENERAL (OEA)

CONSIDERANDO que el reconocimiento y el respeto irrestricto de 
todos los derechos de la mujer son condiciones indispensables para 
su desarrollo individual y para la creación de una sociedad más 
justa, solidaria y pacífica; 

PREOCUPADA porque la violencia en que viven muchas mujeres 
de América, sin distinción de raza, clase, religión, edad o cualquier 
otra condición, es una situación generalizada; 

PERSUADIDA de su responsabilidad histórica de hacer frente a esta 
situación para procurar soluciones positivas; 

CONVENCIDA de la necesidad de dotar al sistema interamericano 
de un instrumento internacional que contribuya a solucionar el 
problema de la violencia contra la mujer; 

RECORDANDO las conclusiones y recomendaciones de la 
Consulta Interamericana sobre la Mujer y la Violencia, celebrada en 
1990, y la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra 
la Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas 
de la Comisión Interamericana de Mujeres; 

RECORDANDO ASIMISMO la resolución AG/RES. 1128 (XXI-
0/91) “Protección de la Mujer contra la Violencia”, adoptada por la 
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos; 

TOMANDO EN CONSIDERACION el amplio proceso de consulta 
realizado por la Comisión Interamericana de Mujeres desde 1990 
para el estudio y la elaboración de un proyecto de conversión sobre 
la mujer y la violencia, y 

VISTOS los resultados alcanzados por la Sexta Asamblea 
Extraordinaria de Delegadas de la Comisión, 
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RESUELVE: 

Aprobar la siguiente Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de 
Belem do Pará”. 

CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

“CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ” 

PREÁMBULO 

Los Estados Partes de la presente Convención, 

RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos 
ha sido consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y 
regionales; 

AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una 
violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y 
ejercicio de tales derechos y libertades; 

PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa 
a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de 
poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres; 

RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia 
contra la Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de 
Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando 
que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de 
la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, 
nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y 
afecta negativamente sus propias bases; 

CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la 
mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y 
social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de 
vida, y 
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CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para 
prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la 
mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, 
constituye una positiva contribución para proteger los derechos 
de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan 
afectarlas, 

Han convenido en lo siguiente: 

CAPITULO I 

DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION 

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia 
contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, 
que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a 
la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 

Artículo 2

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia 
física, sexual y psicológica: 

a)   Que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o 
en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor 
comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y 
que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; 

b)   Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y 
acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 

c)   Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, 
dondequiera que ocurra. 
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CAPITULO II 

DERECHOS PROTEGIDOS 

Artículo 3 

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado. 

Artículo 4 

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio 
y protección de todos los derechos humanos y a las libertades 
consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros: 

a) El derecho a que se respete su vida; 

b) El derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 

c) El derecho a la libertad y a la seguridad personales; 

d) El derecho a no ser sometida a torturas; 

e)  El derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y 
que se proteja a su familia: 

f)  El derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 

g)  El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos; 

h)  El derecho a libertad de asociación; 

i)  El derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias 
propias dentro de la ley, y 

j)  El derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas 
de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la 
toma de decisiones. 
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Artículo 5

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total 
protección de esos derechos consagrados en los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados 
Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el 
ejercicio de esos derechos. 

Artículo 6

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, 
entre otros: 

a)  El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, 
y 

b)  El derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones 
estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 

CAPITULO III 

DEBERES DE LOS ESTADOS 

Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la 
mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar 
dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

a)  Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la 
mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal 
y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta 
obligación; 

b)  Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra la mujer; 
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c)  Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y 
administrativas, así como las de otra naturaleza que sean 
necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas 
que sean del caso; 

d)  Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse 
de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida 
de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad 
o perjudique su propiedad; 

e)  Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de 
tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos 
vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias 
que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia 
contra la mujer; 

f)  Establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer 
que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, 
medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo 
a tales procedimientos. 

g)  Establecer los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga 
acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 
medios de compensación justos y eficaces, y 

h)  Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean 
necesarias para hacer efectiva esta Convención. 

Artículo 8 

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, 
medidas específicas, inclusive programas para: 

a)  Fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la 
mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a 
que se respeten y protejan sus derechos humanos; 

b)  Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres 
y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación 
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formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso 
educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro 
tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad 
o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles 
estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban la violencia contra la mujer: 

c)  Fomentar la educación y capacitación del personal en la 
administración de justicia, policial y demás funcionarios 
encargados de la aplicación de la ley, así como del personal 
a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, 
sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; 

d)  Suministrar los servicios especializados apropiados para la 
atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de 
entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, 
servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del 
caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; 

e)  Fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales 
y del sector privado destinados a concientizar al público sobre 
los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los 
recursos legales y la reparación que corresponda; 

f)  Ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas 
eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan 
participar plenamente en la vida pública, privada y social; 

g)  Alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices 
adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia 
contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la 
dignidad de la mujer.

h)  Garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y 
demás información pertinente sobre las causas, consecuencias 
y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar 
la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la 
violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios 
que sean necesarios, y 
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i)  Promover la cooperación internacional para el intercambio de 
ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados 
a proteger a la mujer objeto de violencia. 

Artículo 9 

Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los 
Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de 
vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre 
otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o 
desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de 
violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, 
anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o afectada 
por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 

CAPITULO IV 

MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION 

Artículo 10

Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana 
de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre 
las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra 
la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como 
sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y 
los factores que contribuyan a la violencia contra la mujer. 

Artículo 11

Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana 
de Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de esta 
Convención. 

Artículo 12

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la 
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Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas 
de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado 
Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los 
requisitos de procedimiento para la presentación y consideración 
de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. 

CAPITULO V 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 13 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser 
interpretado como restricción o limitación a la legislación interna 
de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y 
garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas 
para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer. 

Artículo 14 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser 
interpretado como restricción o limitación a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones 
internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores 
protecciones relacionadas con este tema. 

Artículo 15 

La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados 
miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 16 

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 



16

Normativa Nacional para la Igualdad de Género

Artículo 17 

La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier 
otro Estado, Los instrumentos de adhesión se depositarán en a 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 18 

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al 
momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre 
que: 

a)   No sean incompatibles con el objeto y propósito de la 
Convención; 

b)  No sean de carácter general y versen sobre una o más 
disposiciones específicas. 

Artículo 19

Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por 
conducto de la Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta 
de enmienda a esta Convención. 

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan 
depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al 
resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que 
depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 

Artículo 20

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales 
en las que irían distintos sistemas jurídicos relacionados con 
cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en 
el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención 
se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o 
más de ellas. 

Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento 
mediante declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente 
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la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente 
Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas. 

Artículo 21

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de 
ratificación. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención 
después de haber sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión. 

Artículo 22

El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos de la entrada en vigor de 
la Convención. 

Artículo 23

El Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos presentará un informe anual a los Estados miembros 
de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive 
sobre las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, 
adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren 
presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las 
mismas. 

Artículo 24 

La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de 
los Estados Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un 
instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos. Un año después a partir de la fecha del 
depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus 
efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los 
demás Estados Partes. 
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Artículo 25 

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos 
en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, 
será depositado en la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su 
texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones 
Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas.



Ley Especial Integral para 
una Vida Libre de Violencia 

para las Mujeres
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DECRETO Nº. 520

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR,

CONSIDERANDO:

I. Que la Constitución reconoce a la persona humana como el 
origen y el fin de la actividad del Estado, que está organizado 
para la consecución de la justicia, de la seguridad jurídica y 
del bien común. En consecuencia es obligación del Estado 
asegurar a las personas habitantes de la República, el goce 
de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la 
justicia social. Así mismo, el artículo 144, establece que los 
tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros 
Estados o con organismos internacionales, constituyen leyes 
de la República.

II. Que mediante Decreto Legislativo No. 430, de fecha 23 de 
agosto de 1995, publicado en el Diario Oficial No. 154, 
Tomo No. 328, de esa misma fecha, se ratificó la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, “Convención Belem do Pará”, la 
cual establece la obligación a los Estados parte, de incluir en 
su legislación interna normas penales, civiles y administrativas; 
así como, las de otra naturaleza que sean necesarias para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.

III. Que es necesario contar con una legislación que regule de 
manera adecuada la política de detección, prevención, 
atención, protección, reparación y sanción, para la erradicación 
de todas las formas de violencia contra las mujeres y el respeto 
de sus derechos humanos como una obligación del Estado; 
se vuelve indispensable, la introducción de un instrumento 
legal que oriente adecuadamente, las actuaciones públicas y 
privadas a favor de las mujeres, y que garantice, una mejor 
calidad de vida y un adelanto en sus capacidades de manera 
integral.

IV. Que las violaciones de los derechos humanos derivadas de las 
diferentes formas de violencia que afectan la vida, integridad 
y seguridad ciudadana, tienen un impacto diferenciado según 
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el género de las víctimas; ya que toda agresión perpetrada 
contra una mujer, está directamente vinculada con la desigual 
distribución del poder y con las relaciones asimétricas entre 
mujeres y hombres en la sociedad.

V.  Que las desigualdades de poder entre hombres y mujeres 
perpetuadas a través de la violencia, no le permiten a la mujeres 
ejercer plenamente sus derechos en el campo social, político, 
económico, cultural y familiar, negándoseles el acceso a una 
vida libre de violencia, lo cual constituye una violación de 
sus derechos humanos y libertades fundamentales; en razón 
de lo cual es necesario, legislar de manera integral a través 
de medidas que incluyan la detección, prevención, atención, 
protección, reparación y sanción de la violencia contra las 
mujeres en cualquiera de sus manifestaciones.

POR TANTO,

En uso de sus facultades constitucionales, y a iniciativa de las 
Diputadas y Diputados: Lorena Guadalupe Peña Mendoza, Irma 
Lourdes Palacios Vásquez, Federico Guillermo Ávila Qüehl, Ana 
Lucía Baires de Martínez, Eduardo Enrique Barrientos Zepeda, Carmen 
Elena Calderón Sol de Escalón, José Alvaro Cornejo Mena, Nery Arely 
Díaz de Rivera, Margarita Escobar, Emma Julia Fabián Hernández, 
Carmen Elena Figueroa Rodríguez, Gloria Elizabeth Gómez de 
Salgado, Hortensia Margarita López Quintana, Mario Marroquín 
Mejía, Manuel Vicente Menjívar Esquivel, Mariella Peña Pinto, Sonia 
Margarita Rodríguez Sigüenza, Ana Silvia Romero, Sandra Marlene 
Salgado García, Rodrigo Samayoa Rivas, Manuel Rigoberto Soto 
Lazo, Enrique Alberto Luis Valdés Soto, Donato Eugenio Vaquerano 
Rivas, Margarita Velado; con adhesión a la misma de las Diputadas y 
Diputados: Lucia del Carmen Ayala de León, Patricia María Salazar 
Mejía, Patricia Elena Valdivieso de Gallardo; y con el apoyo a la 
misma de las Diputadas y Diputados: José Francisco Merino López, 
Alberto Armando Romero Rodríguez, Francisco Roberto Lorenzana 
Durán, César Humberto García Aguilera, Elizardo González Lovo, 
Roberto José d’Aubuisson Munguía, Karla Gisela Abrego Cáceres, 
Félix Agreda Chachagua, Ernesto Antonio Angulo Milla, Marta 
Lorena Araujo, José Orlando Arévalo Pineda, Fernando Alberto José 
Ávila Quetglas, Ana Lucía Baires de Martínez, Reynaldo Antonio 
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López Cardoza, José Vidal Carrillo Delgado, Darío Alejandro Chicas 
Argueta, Norma Cristina Cornejo Amaya, Carlos Cortez Hernández, 
Blanca Noemí Coto Estrada, Rosa Alma Cruz de Henriquez, Ana 
Vilma Castro de Cabrera, Omar Arturo Escobar Oviedo, José Rinaldo 
Garzona Villeda, Medardo González Trejo, José Nelson Guardado 
Menjivar, Iris Marisol Guerra Henríquez, Norma Fidelia Guevara de 
Ramirios, Carlos Walter Guzman Coto, Gladis Marina Landaverde 
Paredes, Mildred Guadalupe Machado Argueta, Segundo Alejandro 
Dagoberto Marroquín, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Heidy 
Carolina Mira Saravia, Edgar Alfonso Montoya Martínez, Rafael 
Ricardo Moran Tobar, Ana Virginia Morataya Gómez, Yeimi 
Elizabeth Muñoz Moran, José Margarito Nolasco Díaz, María Irma 
Elizabeth Orellana Osorio, Rubén Orellana, Rafael Eduardo Paz 
Velis, Mario Antonio Ponce López, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlos 
René Retana Martínez, David Ernesto Reyes Molina, Javier Ernesto 
Reyes Palacios, Dolores Alberto Rivas Echeverría, Gilberto Rivera 
Mejía, Jackeline Noemí Rivera Avalos, Pedrina Rivera Hernández, 
Cesar René Florentín Reyes Dheming, Luis Enrique Salamanca 
Martínez, Marcos Francisco Salazar Umaña, Karina Ivette Sosa de 
Lara, Jaime Gilberto Valdez Hernández, Mario Eduardo Valiente 
Ortiz, Guadalupe Antonio Vásquez Martínez, Ana Daysi Villalobos 
de Cruz, Francisco José Zablah Safie, Ciro Alexis Zepeda Menjivar,

DECRETA la siguiente:

LEY ESPECIAL INTEGRAL PARA UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA PARA LAS MUJERES

TíTULO I

GARANTíA Y APLICACIóN DE LA LEY

CAPíTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Art. 1. Objeto de la ley

La presente ley tiene por objeto establecer, reconocer y garantizar el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por medio de 
Políticas Públicas orientadas a la detección, prevención, atención, 
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protección, reparación y sanción de la violencia contra las mujeres; 
a fin de proteger su derecho a la vida, la integridad física y moral, 
la libertad, la no discriminación, la dignidad, la tutela efectiva, la 
seguridad personal, la igualdad real y la equidad.

Art. 2. Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia

El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia comprende, 
ser libres de toda forma de discriminación, ser valoradas y educadas 
libres de patrones estereotipados de comportamiento, prácticas 
sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.

Así mismo, se refiere al goce, ejercicio y protección de los derechos 
humanos y las libertades consagradas en la Constitución y en 
los Instrumentos Nacionales e Internacionales sobre la materia 
vigentes, incluido el derecho a:

1. Que se respete su vida y su integridad física, psíquica y moral.
2. Que se respete la dignidad inherente a su persona y se le 

brinde protección a su familia.
3. La libertad y a la seguridad personal.
4. No ser sometida a tortura o tratos humillantes.
5. La igualdad de protección ante la ley y de la ley.
6. Un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes 

que la amparen frente a hechos que violen sus derechos.
7. La libertad de asociación.
8. Profesar la religión y las creencias.
9. Participar en los asuntos públicos incluyendo los cargos públicos.

Art. 3. Ámbito de Aplicación

La presente ley se aplicará en beneficio de las mujeres que se 
encuentren en el territorio nacional, sean estas nacionales o 
no, o que teniendo la calidad de salvadoreñas, estén fuera del 
territorio nacional, siempre que las acciones u omisiones de 
que trata la presente ley puedan ser perseguidas con base en 
parámetros de extraterritorialidad.
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Art. 4. Principios Rectores

Los principios rectores de la presente ley son:

a) Especialización: Es el derecho a una atención diferenciada y 
especializada, de acuerdo a las necesidades y circunstancias 
específicas de las mujeres y de manera especial, de aquellas que 
se encuentren en condiciones de vulnerabilidad o de riesgo.

b)  Favorabilidad: En caso de conflicto o duda sobre la aplicación 
de las disposiciones contenidas en la presente ley, prevalecerá 
la más favorable a las mujeres que enfrentan violencia.

c)  Integralidad: Se refiere a la coordinación y articulación de las 
Instituciones del Estado para la erradicación de la violencia 
contra la mujer.

d)  Intersectorialidad: Es el principio que fundamenta la 
articulación de programas, acciones y recursos de los 
diferentes sectores y actores a nivel nacional y local, para la 
detección, prevención, atención, protección y sanción, así 
como para la reparación del daño a las víctimas.

e)  Laicidad: Se refiere a que no puede invocarse ninguna 
costumbre, tradición, ni consideración religiosa para justificar 
la violencia contra la mujer.

f)  Prioridad absoluta: Se refiere al respeto del derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia, en cualquier ámbito.

Art. 5. Sujetos de Derechos

La presente ley se aplicará en beneficio de las mujeres, sin distinción 
de edad, que se encuentren en el territorio nacional; para ello se 
prohíbe toda forma de discriminación, entendida ésta, como toda 
distinción, exclusión, restricción o diferenciación arbitraria basada en 
el sexo, la edad, identidad sexual, estado familiar, procedencia rural o 
urbana, origen étnico, condición económica, nacionalidad, religión o 
creencias, discapacidad física, psíquica o sensorial, o cualquier causa 
análoga, sea que provenga del Estado, de sus agentes o de particulares.
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Art. 6. Sujetos Obligados

Son sujetos obligados para efectos de esta ley, toda persona natural 
o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio salvadoreño, 
quienes deberán cumplir y hacer cumplir las disposiciones de esta 
ley, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

Art. 7. Relaciones de Poder o de Confianza

Para la aplicación e interpretación de esta ley, se presume que los 
tipos y modalidades de violencia contemplados en la presente ley, 
tienen como origen la relación desigual de poder o de confianza; 
en la cual, la mujer se encuentra en posición de desventaja respecto 
de los hombres, consistiendo las mismas en:

a) Relaciones de poder: Son las caracterizadas por la asimetría, el 
dominio y el control de una o varias personas sobre otra u otras.

b) Relaciones de confianza: Son las que se basan en los 
supuestos de lealtad, credibilidad, honestidad y seguridad 
que se establecen entre dos o más personas.

La desigualdad en las relaciones de poder o confianza pueden 
subsistir, aun cuando haya finalizado el vínculo que las originó, 
independientemente del ámbito en que se hayan llevado a cabo.

Art. 8. Definiciones

Para efectos de esta ley se entenderá por:

a) Atención Integral: Son todas las acciones para detectar, 
atender, proteger y restablecer los derechos de las mujeres 
que enfrentan cualquier tipo de violencia; para lo cual, el 
Estado deberá destinar los recursos humanos, logísticos 
y financieros necesarios y apropiados para instaurar los 
servicios especializados, que garanticen la restitución de 
derechos y la anulación de riesgos o daños ulteriores.

b) Acoso Laboral: Es la acción de hostilidad física o psicológica, 
que de forma sistemática y recurrente, se ejerce sobre una 
mujer por el hecho de ser mujer en el lugar de trabajo, 
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con la finalidad de aislar, intimidar o destruir las redes de 
comunicación de la persona que enfrenta estos hechos, dañar 
su reputación, desacreditar el trabajo realizado o perturbar u 
obstaculizar el ejercicio de sus labores.

c) Desaprendizaje: Es el proceso mediante el cual una persona 
o grupo de personas, desestructura o invalida lo aprendido 
por considerarlo susceptible de cuestionamiento o 
inapropiado para su propio desarrollo y el de la comunidad 
a la que pertenece.

d) Misoginia: Son las conductas de odio, implícitas o explícitas, 
contra todo lo relacionado con lo femenino tales como 
rechazo, aversión y desprecio contra las mujeres.

e) Persona Agresora: Quien ejerce cualquiera de los tipos de 
violencia contra las mujeres, en una relación desigual de 
poder y en cualquiera de sus modalidades.

f) Prevención: Son normas y políticas para reducir la violencia 
contra las mujeres interviniendo desde las causas identificadas 
de la misma, y cuyo objetivo es evitar su reproducción y 
reducir la probabilidad de aparición del problema; por tanto, 
se dirigen a transformar el entorno del riesgo y a fortalecer 
las habilidades y condiciones de las personas y comunidades 
para su erradicación, asegurando una identificación rápida 
y eficaz, así como la reducción de los impactos y secuelas 
cuando se presente el problema y reincidencia.

g) Publicidad Sexista: Es cualquier forma de publicidad que 
transmita valores, roles, estereotipos, actitudes, conductas 
femeninas y masculinas, lenguaje verbal y no verbal, que 
fomenten la discriminación, subordinación, violencia y la 
misoginia.

h) Reaprendizaje: Es el proceso a través del cual las personas, 
asimilan un conocimiento o conducta luego de su 
deconstrucción androcéntrica, a partir de una visión crítica 
y no tradicional como producto de las nuevas relaciones 
establecidas con su entorno social natural.
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i) Revictimizar: Son acciones que tienen como propósito o 
resultado causar sufrimiento a las víctimas directas o indirectas 
de los hechos de violencia contemplados o no en la presente 
ley, mediante acciones u omisiones tales como: rechazo, 
indolencia, indiferencia, descalificación, minimización 
de hechos, retardo injustificado en los procesos, falta de 
credibilidad, culpabilización, desprotección, negación y 
falta injustificada de asistencia efectiva.

j) Sexismo: Es toda discriminación que se fundamenta en 
la diferencia sexual que afecta toda relación entre seres 
humanos y abarca todas las dimensiones cotidianas 
de la vida privada o pública que define sentimientos, 
concepciones, actitudes y acciones.

k) Violencia contra las Mujeres: Es cualquier acción basada 
en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer tanto en el ámbito público 
como privado.

l) Víctima Directa: Se refiere a toda mujer a quien se le vulnere 
el derecho a vivir libre de violencia, independientemente 
de que se denuncie, individualice, aprehenda, enjuicie o 
condene a la persona agresora.

m) Víctima Indirecta: Es toda persona a quien se le vulnere el 
derecho a vivir una vida libre de violencia o que sufra daños 
al intervenir para asistir a la víctima directa o prevenir su 
victimización, indistintamente del tipo de relación que exista 
entre ellas.

Art. 9. Tipos de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran tipos de violencia:

a) Violencia Económica: Es toda acción u omisión de la 
persona agresora, que afecta la supervivencia económica 
de la mujer, la cual se manifiesta a través de actos 
encaminados a limitar, controlar o impedir el ingreso de 
sus percepciones económicas.
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b) Violencia Feminicida: Es la forma extrema de violencia 
de género contra las mujeres, producto de la violación de 
sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, 
conformada por el conjunto de conductas misóginas que 
conllevan a la impunidad social o del Estado, pudiendo 
culminar en feminicidio y en otras formas de muerte violenta 
de mujeres.

c) Violencia Física: Es toda conducta que directa o 
indirectamente, está dirigida a ocasionar daño o sufrimiento 
físico contra la mujer, con resultado o riesgo de producir 
lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su 
cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por 
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 
Asimismo, tendrán la consideración de actos de violencia 
física contra la mujer, los ejercidos por la persona agresora 
en su entorno familiar, social o laboral.

d) Violencia Psicológica y Emocional: Es toda conducta directa 
o indirecta que ocasione daño emocional, disminuya el 
autoestima, perjudique o perturbe el sano desarrollo de la 
mujer; ya sea que esta conducta sea verbal o no verbal, que 
produzca en la mujer desvalorización o sufrimiento, mediante 
amenazas, exigencia de obediencia o sumisión, coerción, 
culpabilización o limitaciones de su ámbito de libertad, y 
cualquier alteración en su salud que se desencadene en la 
distorsión del concepto de sí misma, del valor como persona, 
de la visión del mundo o de las propias capacidades afectivas, 
ejercidas en cualquier tipo de relación.

e) Violencia Patrimonial: Son las acciones, omisiones o 
conductas que afectan la libre disposición del patrimonio 
de la mujer; incluyéndose los daños a los bienes comunes o 
propios mediante la transformación, sustracción, destrucción, 
distracción, daño, pérdida, limitación, retención de objetos, 
documentos personales, bienes, valores y derechos 
patrimoniales. En consecuencia, serán nulos los actos de 
alzamiento, simulación de enajenación de los bienes muebles 
o inmuebles; cualquiera que sea el régimen patrimonial del 
matrimonio, incluyéndose el de la unión no matrimonial.
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f) Violencia Sexual: Es toda conducta que amenace o vulnere 
el derecho de la mujer a decidir voluntariamente su vida 
sexual, comprendida en ésta no sólo el acto sexual sino 
toda forma de contacto o acceso sexual, genital o no genital, 
con independencia de que la persona agresora guarde o no 
relación conyugal, de pareja, social, laboral, afectiva o de 
parentesco con la mujer víctima.

g) Violencia Simbólica: Son mensajes, valores, iconos o signos 
que transmiten y reproducen relaciones de dominación, 
desigualdad y discriminación en las relaciones sociales que se 
establecen entre las personas y naturalizan la subordinación 
de la mujer en la sociedad.

Art. 10. Modalidades de Violencia

Para los efectos de la presente ley, se consideran modalidades de 
la Violencia:

a) Violencia Comunitaria: Toda acción u omisión abusiva 
que a partir de actos individuales o colectivos transgreden 
los derechos fundamentales de la mujer y propician su 
denigración, discriminación, marginación o exclusión.

b) Violencia Institucional: Es toda acción u omisión abusiva de 
cualquier servidor público, que discrimine o tenga como fin 
dilatar, obstaculizar o impedir el goce y disfrute de los derechos 
y libertades fundamentales de las mujeres; así como, la que 
pretenda obstaculizar u obstaculice el acceso de las mujeres 
al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, 
investigar, sancionar y erradicar las manifestaciones, tipos y 
modalidades de violencia conceptualizadas en esta ley.

c) Violencia Laboral: Son acciones u omisiones contra las 
mujeres, ejercidas en forma repetida y que se mantiene en 
el tiempo en los centros de trabajo públicos o privados, que 
constituyan agresiones físicas o psicológicas atentatorias a su 
integridad, dignidad personal y profesional, que obstaculicen 
su acceso al empleo, ascenso o estabilidad en el mismo, o 
que quebranten el derecho a igual salario por igual trabajo.
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Art. 11. Interpretación

Esta ley se interpretará y se aplicará en concordancia con las disposiciones 
de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención 
sobre los Derechos del Niño, la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para 
prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y los demás 
Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos vigentes.

CAPíTULO II

RECTORíA

Art. 12. Institución rectora y su objeto

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer es la 
Institución rectora de la presente ley; y su objeto es:

a) Asegurar, vigilar y garantizar el cumplimiento y ejecución 
integral de la ley.

b)  Coordinar las acciones conjuntas de las instituciones de la 
administración pública para el cumplimiento de la Política 
Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia.

c)  Formular las Políticas Públicas para el Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, a los Órganos del Estado, 
Instituciones Autónomas y Municipales.

d)  Convocar en carácter consultivo o de coordinación 
a organizaciones de la sociedad civil, universidades, 
organismos internacionales y de cooperación.
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Art. 13. Funciones y atribuciones del Instituto Salvadoreño para el 
Desarrollo de la Mujer

En la presente ley el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la 
Mujer, tiene las siguientes atribuciones:

a)  Elaborar una política marco que será la referente para el 
diseño de las políticas públicas a que se refiere la presente 
ley.

b)  Presentar propuestas a las instituciones del Estado de Políticas 
Públicas para al Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia.

c)  Aprobar, modificar, monitorear, evaluar y velar por el 
cumplimiento de la Política Nacional para el Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que se define en la 
presente ley.

d)  Definir estrategias y gestionar ante la situación de emergencia 
nacional o local, a efecto de prevenir y detectar hechos de 
violencia contra las mujeres.

e)  Rendir informe anual al Órgano Legislativo sobre el estado y 
situación de la violencia contra las mujeres de conformidad 
con esta ley y con los compromisos internacionales 
adquiridos en esta materia.

f)  Establecer mecanismos y acciones de coordinación y 
comunicación con los Órganos del Estado, Alcaldías 
Municipales y otras Instituciones Autónomas.

g)  Efectuar evaluaciones y recomendaciones sobre la aplicación 
de la presente ley.

h)  Otras acciones que sean indispensables y convenientes 
para el mejor desempeño de sus objetivos, el adecuado 
cumplimiento de esta ley o que se le atribuyan en otras leyes.
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Art. 14. Comisión Técnica Especializada

Para garantizar la operativización de la presente ley y la de las Políticas 
Públicas para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
se crea la Comisión Técnica Especializada, cuya coordinación estará 
a cargo del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer y 
estará conformada por una persona representante de cada institución 
que forma parte de la junta directiva de dicho Instituto, así como una 
persona representante de las siguientes instituciones:

a)  Órgano Judicial.

b)  Ministerio de Hacienda.

c)  Ministerio de Gobernación.

d)  Ministerio de Relaciones Exteriores.

e)  Ministerio Economía.

f)  Una persona designada por la Presidencia de la República.

g)  Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Art. 15. Integrantes de la Comisión Técnica Especializada

Para ser integrante de la Comisión Técnica Especializada, las 
personas representantes de cada una de las instituciones, deberán 
cumplir con el perfil siguiente:

a)  Demostrable honorabilidad.

b)  No haber sido condenado por delitos, en los últimos diez años.

c)  Especialización en materia de derechos de las mujeres.

d)  Sensibilización en el respeto y cumplimiento a los derechos 
humanos de las mujeres.

Las Funciones de la Comisión Técnica, se establecerán en base 
a un instructivo de trabajo formulado por las instituciones que la 
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integran y deberá estar en concordancia con la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

CAPíTULO III

POLíTICA NACIONAL PARA EL ACCESO DE LAS MUJERES A 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

Art. 16. Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia

La Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia, en adelante Política Nacional, es el conjunto 
de objetivos y estrategias de naturaleza pública que tiene como 
finalidad garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre 
de violencia, a través de su prevención, detección, atención y 
protección. Su Plan de Acción tendrá un período de cinco años.

Art. 17. Contenidos de la Política Nacional para el Acceso de las 
Mujeres a una vida libre de violencia

La Política Nacional, deberá contener programas de:

a)  Detección, que tengan como fin la identificación temprana y 
focalización de los factores que originan los hechos de violencia 
contra las mujeres tanto en el ámbito público como privado, 
estableciendo modelos de detección de acuerdo a los tipos y 
modalidades de violencia contempladas en la presente ley.

b)  Prevención, que tengan como fin evitar la violencia contra 
las mujeres en cualquiera de sus tipos y modalidades, a 
partir del desaprendizaje de los modelos convencionales que 
históricamente han sido atribuidos a la imagen y al concepto 
de las mujeres, y del reaprendizaje de nuevos modelos 
basados en principios de igualdad, equidad, diversidad y 
democracia.

c)  Atención, que tengan como fin atender, proteger y 
restablecer, de forma expedita y eficaz, los derechos de las 
víctimas directas e indirectas de cualquier tipo de violencia 
ejercida contra las mujeres, tanto en el ámbito público como 
privado.
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d) Protección, que tengan como fin atender y favorecer de 
manera integral los derechos de las mujeres víctimas de 
violencia, ya sea que se encuentren o no en situación de 
riesgo.

e) Erradicación de la violencia contra las mujeres, que tengan 
como fin la desestructuración de las prácticas, conductas, 
normas y costumbres sociales y culturales que vayan en 
detrimento de la identidad, dignidad e integridad física y 
emocional de las mujeres, o que las sitúen en condiciones 
de vulnerabilidad.

f)  Seguridad ciudadana, a través del diseño de estrategias que 
promuevan espacios públicos seguros para las mujeres, la 
creación de mapas de ubicación de violencia territorial, redes 
ciudadanas nacionales y locales, así como instituciones que 
participen activamente en la detección y prevención de la 
violencia contra las mujeres.

g)  Formación y capacitación, que facilite la inserción laboral 
y la generación de ingresos a mujeres que enfrenten hechos 
de violencia.

h)  Desarrollo de estudios e investigaciones sobre violencia 
contra las mujeres a nivel nacional.

Así mismo, la Política Nacional, para su cumplimiento e 
implementación deberá contener programas de sensibilización, 
conocimiento y especialización para el personal prestatario de 
servicios para la detección, prevención, atención y protección 
de los casos de violencia contra las mujeres, así como Protocolos 
de Actuación y Coordinación con las diferentes Instituciones del 
Estado.

Art. 18. Del cumplimiento y articulación de la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Las Instituciones del Estado de acuerdo a sus competencias, deberán 
adoptar y ejecutar los programas y acciones de erradicación de la 
violencia contra las mujeres establecidas en la Política Nacional.
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Art. 19. Participación Ciudadana

Los mecanismos de participación y representación ciudadana a 
nivel nacional y local, deberán incluir dentro de sus normativas o 
reglamentos, acciones para erradicar la violencia contra las mujeres 
en coherencia con la Política Nacional.

CAPíTULO IV

RESPONSABILIDADES DEL ESTADO

SECCIóN PRIMERA

RESPONSABILIDADES MINISTERIALES

Art. 20. Responsabilidades en el ámbito educativo

El Ministerio de Educación a través de los programas y procesos 
educativos de enseñanza-aprendizaje formales y no formales, 
en los niveles de educación: parvulario, básica, media, superior 
y no universitaria, incluirá dentro de la obligación que tiene 
de planificar y normar de manera integral la formación de las 
personas educadoras, así como en las actividades curriculares y 
extracurriculares, la promoción del derecho de las mujeres a vivir 
libre de violencia y de discriminación, así como la divulgación de 
las medidas destinadas a la prevención y erradicación de cualquier 
tipo de violencia contra las mujeres, fomentando para tal efecto 
las relaciones de respeto, igualdad y promoción de los derechos 
humanos de las mujeres.

Así mismo, deberán eliminar de todos los programas educativos 
las normativas, reglamentos y materiales que promuevan directa 
o indirectamente cualquiera de las formas de violencia contra 
las mujeres, los esquemas de conducta, prejuicios y costumbres 
estereotipadas que promuevan, legitimen, naturalicen, invisibilicen 
y justifiquen la violencia contra las mujeres, para lo cual, el 
Ministerio de Educación deberá garantizar que los contenidos de 
todos los materiales que circulan dentro del sistema educativo 
cumplan con lo establecido en la presente ley.
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Las personas que ejerzan la dirección de los centros educativos 
públicos y privados, deberán adoptar las medidas necesarias para 
la detección y atención de los actos de violencia contra las mujeres 
dentro del ámbito escolar, de conformidad con lo establecido en la 
Política Nacional.

Art. 21. Educación Superior

El Ministerio de Educación, en el ámbito de Educación Superior, 
garantizará en los estudios universitarios de grado y en los 
programas de postgrado relacionados con los ámbitos de esta ley, 
conocimientos orientados a la prevención e investigación para la 
erradicación de la violencia contra las mujeres y el fomento de las 
relaciones de igualdad y no discriminación.

Las instituciones de educación superior deberán reglamentar 
internamente las acciones de detección y prevención de toda forma 
de violencia contra la mujer.

Art. 22. Responsabilidades del Ministerio de Gobernación

El Ministerio de Gobernación a través de:

a) La Dirección General de Espectáculos Públicos de Radio 
y Televisión, protegerá y defenderá, la imagen de las 
mujeres en el más amplio sentido conforme a los principios 
constitucionales de respeto a la dignidad humana y los 
derechos fundamentales.

 Garantizando para tal fin, que los anunciantes, medios 
de comunicación y agencias de publicidad, incluidos los 
electrónicos, informáticos y telemáticos, cuya actividad 
esté sometida al ámbito de la publicidad y comunicaciones, 
no difundan contenidos, ni emitan espacios o publicidad 
sexista contra las mujeres, considerándose ésta, cuando 
se promueva la agresividad, malos tratos o discriminación 
contra las mujeres, la salud, la dignidad y la igualdad.

 Para el cumplimiento de lo anterior, el Ministerio de 
Gobernación, por medio de la Dirección General de 
Espectáculos Públicos de Radio y Televisión, garantizará 
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la observancia y aplicación de los Códigos de Ética de los 
medios de comunicación.

b)  El Sistema Nacional de Protección Civil, Prevención y 
Mitigación de desastres a través de la Comisión Nacional 
de Protección Civil, Prevención y Mitigación de desastres, 
deberá garantizar que en las situaciones de riesgo y desastre, 
la atención a las mujeres se diseñe y ejecute tomando en 
cuenta su condición de vulnerabilidad de género y las 
necesidades propias de su sexo, para lo cual se deberán 
incorporar acciones y medidas de prevención, atención 
y protección de las diferentes modalidades de violencia 
contra las mujeres, en el Plan Nacional de Protección Civil, 
Prevención y Mitigación de desastres.

 Entre otras, podrán adoptarse las medidas siguientes:

1. Establecer espacios físicos segregados de hombres y 
mujeres para prevenir situaciones de violencia.

2. Atención sanitaria, médica y psicosocial que tome en 
cuenta el entorno de riesgo de violencia y necesidades 
específicas de las mujeres.

3. Exclusión de potenciales personas agresoras que 
muestren conductas de violencia, hostigamiento y acoso 
hacia las mujeres.

4. Establecer procedimientos administrativos para la entrega 
equitativa de recursos acorde a las responsabilidades 
que afrontan las mujeres.

Art. 23. Responsabilidades del Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, será el responsable 
de:

a)  Garantizar las medidas específicas en el ámbito de los 
servicios de salud pública, para la prevención, detección 
temprana, atención e intervención en los casos de violencia 
contra las mujeres.
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b)  Incorporar las medidas necesarias para el seguimiento y 
evaluación del impacto en la salud de las mujeres afectadas 
por la violencia, dando especial atención a la salud mental y 
emocional.

c)  La prevención y detección temprana de las situaciones de 
violencia contra las mujeres, será un objetivo en el ámbito 
de los servicios de salud pública.

d)  Garantizar la no discriminación de las mujeres en cuanto al 
acceso de los servicios de salud, así mismo, que el personal 
de salud no ejerza ningún tipo de violencia a las usuarias de 
los servicios, sin que anteponga sus creencias, ni prejuicios 
durante la prestación de los mismos.

e)  Registrar estadísticamente casos de violencia contra las 
mujeres manifestados a través de enfermedades, accidentes y 
padecimientos atendidos dentro del servicio de salud pública.

f)  Elaborar un informe anual relativo al número de mujeres 
que han sido atendidas e identificadas en situaciones de 
violencia, el cual se remitirá al Comité Técnico Especializado 
y al Sistema Nacional de Datos y Estadísticas.

g)  Garantizar el cumplimiento en todo el Sistema Nacional 
de Salud, de las Normativas Internas en materia de 
procedimientos de atención para mujeres, así como, el 
conocimiento y acceso de las mismas a esos procedimientos.

Art. 24. Responsabilidades del Ministerio de Trabajo y Previsión Social

El Estado, a través del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, tanto 
en el sector público como privado, garantizará:

a)  La realización en los centros de trabajo de acciones de 
sensibilización y prevención de cualquier tipo de violencia 
contra las trabajadoras, que afecten sus condiciones de 
acceso, promoción, retribución o formación.

b)  Que las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas 
por la situación física o psicológica derivada de cualquier 
tipo de violencia, tengan la consideración de justificadas.
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c)  La protección de los derechos laborales de las trabajadoras 
que enfrentan hechos de violencia.

En los casos en que las mujeres se encuentren en ciclos de violencia 
y procesos de denuncia, si así lo solicitaren, se gestionará con el 
patrón la reubicación temporal o permanente de su lugar de trabajo, 
en el caso de las empresas que tienen sucursales; así como, la 
reorganización de sus horarios, en los términos que se determinen 
en los Convenios Laborales, Tratados Internacionales y legislación 
vigente.

Art. 25. Creación de Unidades Institucionales de Atención 
Especializada para las mujeres

Créanse las Unidades Institucionales de Atención Especializada 
para las mujeres que enfrentan hechos de violencia, cuya finalidad 
será brindar servicios integrales en condiciones higiénicas y de 
privacidad, con atención con calidad y calidez, con prioridad a 
la atención en crisis; así como también, asesorar e informar sobre 
los derechos que les asisten, las medidas relativas a su protección 
y seguridad, los servicios de emergencia y acogida, incluido la 
del lugar de prestación de estos servicios y el estado en que se 
encuentran las actuaciones jurídicas o administrativas de sus 
denuncias.

Existirá una unidad de atención especializada en las siguientes 
instituciones y en sus correspondientes delegaciones 
departamentales:

1) Órgano Judicial.

2)  Fiscalía General de la República.

3) Procuraduría General de la República.

4)  Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

5)  Policía Nacional Civil.

6) Instituto de Medicina Legal.
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7) Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

8) Otras que tengan competencia en la materia.

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer será el 
encargado de velar y supervisar que la atención de las unidades 
sea prestada de la manera prevista en el inciso primero del 
presente artículo.

Art. 26. Casas de Acogida

Créase el programa de Casas de Acogida, que estará bajo la 
coordinación y supervisión del Instituto Salvadoreño para el 
Desarrollo de la Mujer, cuyos servicios podrán ser prestados, 
además del Estado y las municipalidades, por organizaciones 
no gubernamentales de protección a mujeres y la sociedad civil, 
debidamente acreditados por dicho Instituto, los cuales tendrán 
como objetivo:

a)  Atender a las mujeres y su grupo familiar afectado que 
se encuentran en riesgo y desprotección generadas por 
situaciones de violencia, referidas por las Instituciones 
Gubernamentales y no gubernamentales facultadas por esta 
ley.

b)  Asegurar el apoyo inmediato, la integridad física, emocional 
y la atención psicosocial.

SECCIóN SEGUNDA

OTRAS INSTITUCIONES EDUCADORAS

Art. 27. Otras Instituciones

Las Instituciones del Estado directamente responsables de la 
detección, prevención, atención, protección y sanción de la violencia 
contra las mujeres, deberán formar integralmente a su personal en 
conocimientos sobre el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia y de discriminación, así como, sobre la divulgación de 
las medidas destinadas a la prevención y erradicación de cualquier 
forma de violencia, fomentando para tal efecto las relaciones de 
respeto, igualdad y promoción de sus derechos humanos.
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Dentro de estas instituciones se encuentran comprendidas:

1. Academia Nacional de Seguridad Pública.

2. Consejo Nacional de la Judicatura.

3. Fiscalía General de la República.

4. Instituto de Medicina Legal.

5. Procuraduría General de la República.

6. Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos.

7. Unidad Técnica Ejecutiva del Sector Justicia.

8. Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.

9. Corte Suprema de Justicia.

10. Escuela Penitenciaria.

11. Asamblea Legislativa.

12. Ministerio de Educación.

13. Centros de Formación Municipal.

14. Escuela Militar.

15. Otras instituciones que lleven a cabo procesos de educación 
superior especializada, no formal.

Dichas instituciones garantizarán que la formación de su personal 
capacitador sea sistemática y especializada en la sensibilización, 
prevención y atención de las mujeres que enfrentan hechos de 
violencia. Dichos capacitadores, deberán conocer y transmitir el 
enfoque de género, enfatizando en las causas estructurales de la 
violencia contra las mujeres, las causas de desigualdad de relaciones 
de poder entre hombres y mujeres, y las teorías de construcción de 
las identidades masculinas.
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Art. 28. Responsabilidades de instituciones colegiadas

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, fomentará 
programas formativos con el objeto de promover la formación 
especializada, sensibilización e investigación en los colegios 
profesionales, entidades de desarrollo científico, universidades 
y organizaciones no gubernamentales; en especial, de las 
áreas social, jurídica y sanitaria. Asimismo, velará para que los 
colectivos, facilitadores e investigadores desarrollen los procesos 
de manera eficaz y por personas que por su trayectoria, garanticen 
conocimientos y valores coherentes con los objetivos de esta ley.

CAPíTULO V

DE LOS CONCEJOS MUNICIPALES

Art. 29. Concejos Municipales

Los Concejos Municipales, para la aplicación de la presente ley, 
de acuerdo a las facultades y atribuciones conferidas por el Código 
Municipal, desarrollarán acciones coherentes con esta ley y con la 
Política Nacional, tales como:

1) Elaborar cada tres años, el Plan Municipal para la Prevención 
y Atención de la Violencia contra las Mujeres, el cual deberá 
dar cumplimiento a lo establecido en la Política Nacional 
para el Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

2)  Convocar y articular a las instituciones y organizaciones 
locales, para generar acciones de coordinación, intercambio 
de información y colaboración para el cumplimiento de su 
Plan Municipal.

3)  Establecer dentro de su presupuesto una partida etiquetada 
para la ejecución de su Plan Municipal y rendir informe anual 
sobre el mismo, a los y las ciudadanas de sus municipios y al 
Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer.

4) Remitir al Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, los datos 
y estadísticas sobre los casos de violencia contra las mujeres 
de los cuales tienen conocimiento.
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Los Concejos Municipales no podrán mediar o conciliar ningún 
tipo o modalidad de violencia contra las mujeres.

CAPíTULO VI

SISTEMA NACIONAL DE DATOS, ESTADíSTICAS E 
INFORMACIóN DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

Art. 30. Sistema Nacional de Datos y Estadísticas

El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, será el responsable de 
manejar el Sistema Nacional de Datos, Estadísticas e Información 
de violencia contra las mujeres, en adelante Sistema Nacional de 
Datos y Estadísticas; que deberá coordinar con la Dirección General 
de Estadísticas y Censos. Dicha Dirección, será la encargada de 
solicitar y recibir la información del resto de instituciones que 
posean y procesen datos, estadísticas o información sobre hechos 
de violencia contra las mujeres.

Los informes de dicho Sistema deberán contener:

1. Sistema de indicadores.

2. Evaluación del impacto de las políticas que se desarrollen 
para la erradicación de cualquier tipo de violencia contra 
las mujeres, y de las acciones que se implementen, para 
garantizar la atención integral a aquellas que la hayan 
enfrentado.

3.  Datos según ubicación geográfica de ocurrencia del hecho o 
hechos; así como, la procedencia territorial, edad, ocupación, 
estado familiar y nivel de escolaridad de las mujeres que han 
enfrentado hechos de violencia y de la persona agresora.

4. Datos de los hechos atendidos, como tipos, ámbitos y 
modalidades de la violencia contra las mujeres, frecuencia, 
tipos de armas o medios utilizados para ejecutar la violencia, 
medidas otorgadas y el historial del proceso judicial.

5. Efectos causados por la violencia contra las mujeres.
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6. Datos relativos al número de mujeres que han enfrentado 
hechos de violencia atendidas en los centros y servicios 
hospitalarios, educativos, centros de trabajo y recurrencia de 
los diferentes sectores de la economía.

7. Las referencias hechas a otras instancias.

8. Los recursos erogados para la atención de las mujeres que 
han enfrentado hechos de violencia.

9. Otros que se consideren necesarios.

El Ministerio de Justicia y Seguridad Pública, deberá publicar 
anualmente los resultados de la sistematización de datos sobre los 
hechos de violencia contra las mujeres, mediante la presentación de 
informes en medios impresos y electrónicos, los cuales deberán estar 
disponibles a solicitud de cualquier persona natural o jurídica que así 
lo requiera.

Art. 31. Finalidad y Conformación del Sistema Nacional de Datos, 
Estadísticas e Información de violencia contra las mujeres

La finalidad del Sistema Nacional de Datos y Estadísticas, será 
garantizar la base nacional de datos de hechos de violencia contra 
las mujeres, para lo cual deberá recopilar y homologar los datos 
estadísticos e información brindada, para cuyo efecto el Ministerio 
de Justicia y Seguridad Pública en coordinación con la Dirección 
General de Estadísticas y Censos, tendrán la obligación de solicitar 
la información pertinente a las Instituciones correspondientes; así 
como, la de rendir mensualmente la información que se solicite.

Art. 32. Informe de indicadores de violencia contra las mujeres

El Instituto de Medicina Legal, anualmente deberá presentar indicadores 
diagnósticos basados en los peritajes realizados que deberán incluir:

a) La prevalencia de casos de Feminicidio.

b) Los efectos de la violencia física, psíquica y sexual en las 
mujeres que enfrentan hechos de violencia.
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c)) Los efectos de la exposición a la violencia y de las agresiones 
sufridas por los hijos, hijas, niñas, niños o adolescentes, a 
cargo de la mujer que enfrenta hechos de violencia.

Valoración de la incidencia, la peligrosidad objetiva y el riesgo de 
reincidencia de la persona agresora.

CAPíTULO VII

PRESUPUESTO, FINANzAS Y FONDO ESPECIAL

Art. 33. Presupuesto

Los recursos para financiar la presente ley serán los siguientes:

a)  Las asignaciones de las partidas del Presupuesto General de la 
Nación, que deberán consignar cada año o aquellos recursos 
etiquetados en materia de violencia contra las mujeres en 
cualquiera de sus modalidades, a cada una de las instancias 
públicas facultadas por esta ley.

b)  Aquellos fondos especiales destinados para mujeres víctimas 
de violencia.

c)  Donaciones nacionales e internacionales.

d)  Cooperaciones regionales o internacionales.

e)  Otras fuentes de financiamiento nacional o internacional.

Art. 34. Financiamiento para la aplicación de la presente ley

El Estado a través del Ministerio de Hacienda, deberá garantizar 
para la ejecución de la presente ley la asignación de partidas 
presupuestarias etiquetadas en el Presupuesto General de la Nación 
para cada año, a cada una de las instituciones públicas facultadas 
en esta ley para su aplicación.

Art. 35. Fondo Especial para mujeres víctimas de violencia

Los fondos obtenidos por las sanciones económicas impuestas por 
infracciones cometidas a la presente ley, ingresarán al Fondo General 
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de la Nación; y el Ministerio de Hacienda, deberá trasladarlos 
íntegramente para financiar aquellos proyectos a que se refiere esta 
ley.

Art. 36. Fiscalización de fondos

Corresponderá a la Corte de Cuentas de la República, la fiscalización 
posterior de la correcta utilización de los fondos asignados para la 
ejecución de la presente ley.

CAPíTULO VIII

PROTECCIóN DE LA VIVIENDA

Art. 37. Ayudas Sociales y Subsidio

Las ayudas sociales o subsidios, serán compatibles con cualquiera 
de las previstas en las leyes vigentes con programas sociales; y 
provendrán, del Fondo Especial para mujeres víctimas de violencia.

Art. 38. Acceso a Vivienda social para Mujeres

Las mujeres sujetas a esta ley, serán consideradas colectivos 
prioritarios en el acceso a viviendas sociales protegidas y programas, 
en los términos que determine la legislación vigente, valorando sus 
circunstancias y el contexto de desprotección y de vulnerabilidad.

Art. 39. Protección del uso de vivienda arrendada

En los casos y hechos de violencia contra la mujer por su pareja, y 
éste arriende la vivienda de habitación, la mujer podrá continuar 
con el uso de la misma por orden judicial mediante la medida 
de protección correspondiente. Lo anterior no exime del pago de 
los cánones de arrendamiento, al que deberá ser condenado la 
persona agresora.

Dicha medida, se notificará a la persona agresora y al arrendatario, 
para que la mujer haga uso de la vivienda hasta por un plazo 
máximo de noventa días desde que fue notificada la resolución 
judicial correspondiente, acompañando de la copia de dicha 
resolución judicial o de la parte de la misma, que afecte el uso de 
la vivienda al arrendante.
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Art. 40. Acceso a la Vivienda

El Ministerio de Obras Públicas, a través del Viceministerio de 
Vivienda y Desarrollo Urbano, del Fondo Social para la Vivienda 
(FSV), y del Fondo Nacional de Vivienda Popular (FONAVIPO), 
deberá elaborar una Política de Vivienda que progresivamente 
incorpore una reserva de viviendas específica para mujeres que 
enfrentan hechos de violencia, y que se encuentren en total 
desprotección y condiciones de alto riesgo. Siendo prioridad las 
mujeres adultas mayores y las mujeres con discapacidades.

Art. 41. Habitación Tutelada

La habitación tutelada, consiste en espacios de vivienda temporal 
bajo la figura de la vivienda en protección pública para mujeres 
que se encuentran en ciclos de violencia y que hayan establecido 
dicha situación.

Los espacios de vivienda temporal, serán garantizados por el 
Estado; para lo cual, deberá emitir un Reglamento que regule el 
procedimiento para que las mujeres que establezcan la situación de 
violencia, puedan tener acceso a la habitación tutelada.

Art. 42. Certificación de denuncia

Las Instituciones obligadas por esta ley, garantizarán a las mujeres 
que enfrentan hechos de violencia, el derecho a obtener la 
certificación de denuncia, la cual deberá ser expedida dentro del 
término establecido por la ley.

El funcionario o funcionaria que incumpliere con esta obligación 
incurrirá en una sanción equivalente a diez salarios mínimos 
establecidos para trabajadores del comercio y servicios vigente, sin 
perjuicio de la responsabilidad penal correspondiente.

Art. 43. Establecimiento de la situación de violencia

En los casos en que así lo requieran, o que se exija el establecimiento 
de la situación de violencia contra las mujeres para el reconocimiento 
de sus derechos, ésta se acreditará, sin perjuicio de lo establecido 
para cada caso, a través de:



49

Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres

129

Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres

1.  Certificación de resolución judicial por cualquier tipo y 
modalidad de violencia.

2. Certificación que acredite la atención especializada, por un 
organismo público competente en materia de violencia.

TíTULO II

DELITOS Y SANCIONES

CAPíTULO I

DELITOS Y SANCIONES

Art. 44. Delitos de acción pública

Todos los delitos contemplados en el presente capítulo son de 
acción pública.

Art. 45. Feminicidio

Quien le causare la muerte a una mujer mediando motivos de odio 
o menosprecio por su condición de mujer, será sancionado con 
pena de prisión de veinte a treinta y cinco años.

Se considera que existe odio o menosprecio a la condición de mujer 
cuando ocurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

a)  Que a la muerte le haya precedido algún incidente de violencia 
cometido por el autor contra la mujer, independientemente 
que el hecho haya sido denunciado o no por la víctima.

b)  Que el autor se hubiere aprovechado de cualquier condición 
de riesgo o vulnerabilidad física o psíquica en que se 
encontraba la mujer víctima.

c)  Que el autor se hubiere aprovechado de la superioridad que le 
generaban las relaciones desiguales de poder basadas en el género.
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d)  Que previo a la muerte de la mujer el autor hubiere cometido 
contra ella cualquier conducta calificada como delito contra 
la libertad sexual.

e) Muerte precedida por causa de mutilación.

Art. 46. Feminicidio Agravado

El delito de feminicidio será sancionado con pena de treinta a 
cincuenta años de prisión, en los siguientes casos:

a)  Si fuere realizado por funcionario o empleado público o 
municipal, autoridad pública o agente de autoridad.

b)  Si fuere realizado por dos o más personas.

c)  Si fuere cometido frente a cualquier familiar de la víctima.

d)  Cuando la víctima sea menor de dieciocho años de edad, 
adulta mayor o sufriere discapacidad física o mental.

e)  Si el autor se prevaleciere de la superioridad originada por 
relaciones de confianza, amistad, doméstica, educativa o 
de trabajo.

Art. 47. Obstaculización al Acceso a la Justicia

Quien en el ejercicio de una función pública propiciare, promoviere o 
tolerare, la impunidad u obstaculizare la investigación, persecución 
y sanción de los delitos establecidos en esta ley, será sancionado 
con pena de prisión de dos a cuatro años e inhabilitación para la 
función pública que desempeña por el mismo plazo.

Art. 48. Suicidio Feminicida por Inducción o Ayuda

Quien indujere a una mujer al suicidio o le prestare ayuda para 
cometerlo, valiéndose de cualquiera de las siguientes circunstancias, 
será sancionado con prisión de cinco a siete años:

a)  Que le preceda cualquiera de los tipos o modalidades de 
violencia contemplados en la presente ley ó en cualquier otra 
ley.
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b) Que el denunciado se haya aprovechado de cualquier 
situación de riesgo o condición física o psíquica en que 
se encontrare la víctima, por haberse ejercido contra 
ésta, cualquiera de los tipos o modalidades de violencia 
contemplados en la presente ó en cualquier otra ley.

c)  Que el inductor se haya aprovechado de la superioridad 
generada por las relaciones preexistentes o existentes entre 
él y la víctima.

Art. 49. Inducción, Promoción y Favorecimiento de Actos Sexuales 
o Eróticos por medios Informáticos o Electrónicos

Quien de manera individual, colectiva u organizada publicare, 
distribuyere, enviare, promoviere, facilitare, administrare, financiare 
u organizare, de cualquier forma la utilización de mujeres, mayores 
de dieciocho años, sin su consentimiento en actos sexuales o 
eróticos, utilizando medios informáticos o electrónicos, será 
sancionado con prisión de cinco a diez años.

Art. 50. Difusión ilegal de información

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere información 
personal que dañe el honor, la intimidad personal y familiar, y la 
propia imagen de la mujer sin su consentimiento, será sancionado 
con pena de uno a tres años.

Art. 51. Difusión de pornografía

Quien publicare, compartiere, enviare o distribuyere material 
pornográfico por cualquier medio informático o electrónico en el que 
se utilice la imagen o identidad de la mujer sin su consentimiento, 
será sancionado con pena de tres a cinco años.

Art. 52. Favorecimiento al incumplimiento de los deberes de 
asistencia económica

Quien estando obligado a informar acerca de los ingresos de quienes 
deban cumplir con los deberes de asistencia económica, ocultare o 
diere información falsa, tardía, o incumpliere con orden de autoridad 
judicial o administrativa, será sancionado con prisión de uno a tres 
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años, y multa equivalente a treinta salarios mínimos del comercio y 
servicios.

Art. 53. Sustracción Patrimonial

Quien sustrajere, algún bien o valor de la posesión o patrimonio 
de una mujer con quien mantuviere una relación de parentesco, 
matrimonio o convivencia sin su consentimiento, será sancionado 
con prisión de dos a cuatro años.

Art. 54. Sustracción de las utilidades de las actividades económicas 
familiares

Quien sustrajere las ganancias o ingresos derivados de una actividad 
económica familiar, o dispusiere de ellas para su beneficio personal 
y en perjuicio de los derechos de una mujer con quien mantenga 
una relación de parentesco, matrimonio o convivencia declarada o 
no, será sancionado con prisión de tres a seis años.

Art. 55. Expresiones de violencia contra las mujeres

Quien realizare cualquiera de las siguientes conductas, será 
sancionado con multa de dos a veinticinco salarios mínimos del 
comercio y servicio:

a)  Elaborar, publicar, difundir o transmitir por cualquier medio, 
imágenes o mensajes visuales, audiovisuales, multimedia 
o plataformas informáticas con contenido de odio o 
menosprecio hacia las mujeres.

b)  Utilizar expresiones verbales o no verbales relativas al ejercicio de 
la autoridad parental que tengan por fin intimidar a las mujeres.

c)  Burlarse, desacreditar, degradar o aislar a las mujeres dentro 
de sus ámbitos de trabajo, educativo, comunitario, espacios 
de participación política o ciudadana, institucional u otro 
análogo como forma de expresión de discriminación de 
acuerdo a la presente ley.

d)  Impedir, limitar u obstaculizar la participación de las mujeres 
en cualquier proceso de formación académica, participación 
política, inserción laboral o atención en salud.
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e)  Exponer a las mujeres a un riesgo inminente para su integridad 
física o emocional.

f)  Mostrar o compartir pornografía de personas mayores de 
edad en los espacios públicos, de trabajo y comunitario.

CAPíTULO II

DISPOSICIONES PROCESALES ESPECíFICAS

Art. 56. Política de Persecución Penal en Materia de Violencia 
Contra las Mujeres

La Fiscalía General de la República deberá crear, la política de 
persecución penal en materia de Violencia contra las Mujeres de 
acuerdo a los principios establecidos en ésta ley.

Art. 57. Garantías Procesales de las mujeres que enfrentan hechos 
de violencia

A las mujeres que enfrenten hechos de violencia se les garantizará:

a)  Que se preserve en todo momento su intimidad y privacidad. 
En consecuencia, su vida sexual no podrá ser expuesta directa 
o indirectamente, para justificar, minimizar o relativizar el 
daño causado.

b)  Que se les extienda copia del requerimiento fiscal, de la 
denuncia administrativa, del reconocimiento médico legal y de 
cualquier otro documento de interés para la mujer que enfrenta 
hechos de violencia; así como, a ser tratadas con dignidad 
y respeto, especialmente por las partes intervinientes en el 
proceso.

c)  Ser atendidas en la medida de lo posible, por personas 
del mismo sexo expertas y capacitadas en derechos de las 
víctimas, derechos humanos de las mujeres, perspectiva de 
género y prevención de la violencia de género, en lugares 
accesibles y que garanticen la privacidad, seguridad y 
comodidad.
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d)  No ser discriminadas en razón de su historial sexual o por 
ninguna otra causa.

e)  Que se proteja debidamente su intimidad y se aplique la reserva 
total o parcial del expediente, para evitar la divulgación de 
información que pueda conducir a su identificación o la de sus 
familiares, manteniendo la confidencialidad de la información 
sobre su residencia, teléfono, lugar de trabajo o estudio, entre 
otros aspectos. Dicha protección incluye a su familia y allegados.

f)  Ser informada y notificada en forma oportuna y veraz, de las 
actuaciones que se vayan realizando durante todo el proceso 
judicial o administrativo, así como de los recursos pertinentes y 
de los servicios de ayuda. Así mismo, a qué se le extienda copia 
de la denuncia administrativa y del requerimiento fiscal, del 
reconocimiento médico legal y de cualquier otro documento de 
interés para la mujer, garantizando un trato digno y respetuoso.

g)  Recibir asistencia integral, adecuada y oportuna, la cual 
podrá exceder la duración del proceso administrativo o 
judicial, independientemente del resultado.

g)  Recibir atención médica, tratamiento adecuado y 
especializado, en los casos que lo ameriten. Así como la 
utilización del Protocolo de atención en caso de violencia 
sexual, para prevenir Infecciones de Transmisión Sexual y la 
Guía Técnica de Atención en Planificación Familiar.

i)  El designar a un acompañante durante todo el proceso 
judicial o administrativo.

j)  No ser cohercionadas por las declaraciones vertidas durante 
el proceso.

k)  Que de manera inmediata se decreten las medidas 
emergentes, de protección o cautelares establecidas en esta 
o en el resto de leyes vigentes.

l)  Recibir el auxilio y la protección, oportuna y adecuada, de 
la Policía Nacional Civil, o de cualquier otra instancia y de 
la comunidad.
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m) Prestar testimonio en condiciones especiales de protección y 
cuidado; así como, a utilizar la figura del anticipo de prueba.

n)  A que se tome en cuenta su estado emocional para declarar 
en el juicio, y que este sea realizado de manera individual.

o)  Recibir información sobre sus derechos y el proceso en un 
idioma, lenguaje o dialecto que comprendan, en forma 
accesible a su edad y madurez.

p)  Solicitar medidas de emergencia, protección y cautelares en caso 
de que se otorgue la libertad anticipada a la persona agresora.

Las víctimas del delito de trata además de las garantías ya 
establecidas, gozarán de las siguientes:

1. A que no se le apliquen las sanciones o impedimentos 
establecidos en la legislación migratoria, cuando las 
infracciones sean consecuencia de la actividad desplegada 
durante la comisión del ilícito que han sido víctimas.

2. A permanecer en el país, de conformidad con la legislación 
vigente, y a recibir la documentación o constancia que 
acredite tal circunstancia.

3. Asesoría jurídica migratoria gratuita.

Las mujeres que enfrentan hechos de violencia, gozarán de 
todos los derechos establecidos en la presente ley, en el resto del 
ordenamiento jurídico y en los Convenios Internacionales vigentes.

Art. 58. Prohibición de la Conciliación y Mediación

Se prohíbe la Conciliación o Mediación de cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente ley.
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DISPOSICIONES FINALES

Art. 59. Declaración de Interés Público y Nacional

Se declara de interés público y nacional la implementación de la 
presente ley.

Art. 60. Regla Supletoria

En lo no previsto en la presente ley, se aplicarán las reglas procesales 
comunes en lo que fuere compatible con la naturaleza de la misma; 
así como, las disposiciones contenidas en el Código Procesal Penal.

Art. 61. Vigencia de la Ley

La presente ley entrará en vigencia el uno de enero del dos mil 
doce, previa publicación en el Diario Oficial.
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público como en el privado”
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Mujeres. Aprobada por el Gobierno de El Salvador,  Decreto Legislativo 
No. 520, de fecha 25 de noviembre 2010,  Diario Oficial No.2, Tomo 
390 de fecha 4 de enero 2011.

Tiene por objeto  
  “Establecer, reconocer y garantizar el derecho de las mujeres a una 

vida libre de violencia, por medio de políticas públicas orientadas a 
la detección, prevención, atención, protección, reparación y sanción 
de la violencia contra las mujeres, a fin de proteger su derecho a la 
vida, la integridad física y moral, la libertad, la no discriminación, la 
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El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer
ISDEMU

Dedíca la
Política Nacional 

para el Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia 

A las Mujeres Salvadoreñas,
 A las Mujeres Defensoras de los 

Derechos de las Mujeres
A las Organizaciones de Mujeres, 

Organizaciones Feministas Salvadoreñas

Que a lo largo de la historia de nuestro país, han 
mantenido una valiente movilización social y política para 

visibilizar la violencia contra las mujeres y levantan su 
voz para demandar plenas garantías a su derecho a una 
vida libre de violencia en todas sus manifestaciones y en 

todos los ámbitos.
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PRESENTACIÓN

En los últimos años, y como resultado de las luchas a favor de la 
emancipación de las mujeres impulsadas por las organizaciones 
feministas y  mujeres Defensoras de los Derechos de las Mujeres, 
nuestro país ha avanzado en el reconocimiento de la violencia 
de género, la desigualdad y la discriminación contra las mujeres, 
como las principales formas de violación de sus derechos humanos. 
Durante este período, uno de los logros más importantes en cuanto 
a la institucionalización de las políticas para erradicar la violencia 
contra las mujeres, es sin duda, la aprobación de la Ley Especial 
Integral para una vida libre de violencia para las mujeres, que entró 
en vigencia en enero del 2012 y que obliga a las instituciones de los 
tres Órganos del Estado, a elaborar propuestas y destinar recursos 
para implementar acciones en los ámbitos de la Política Nacional: 
Prevención; Atención y Procuración y Administración de Justicia.

La Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las 
Mujeres, establece que la violencia contra las mujeres es toda  
acción basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer tanto en el ámbito público 
como privado. Reconoce los tipos de violencia: económica, 
feminicida, física, psicológica y emocional, patrimonial, sexual y 
simbólica. Las modalidades de violencia en los ámbitos en que ésta 
ocurre: violencia comunitaria, violencia institucional y violencia 
laboral. 

La procuración y administración de justicia para las mujeres sigue 
siendo uno de nuestros más grandes desafíos para El Salvador. Es 
importante reconocer y actuar sobre los diferentes tipos de violencia 
contra las mujeres, es imprescindible avanzar en un conjunto de 
transformaciones jurídicas e institucionales, que permitan a las 
instituciones del Estado Salvadoreño actuar con determinación para 
la eliminación de la desigualdad, discriminación y de los diferentes 
tipos y modalidades de la violencia contra las mujeres.

Para avanzar en la erradicación de la discriminación y de la 
violencia contra las mujeres es imperativo avanzar en el combate 
a la impunidad y a la violencia institucional; avanzar en el 
reconocimiento de las causas y los efectos de la desigualdad y la 
violencia y realizar acciones concretas para desmontarlos. Es preciso 



que la institucionalidad del Estado sea garante de la vigencia del 
Estado democrático de derecho y promueva las transformaciones 
institucionales y culturales necesarias para la garantía de una vida 
libre de violencia para las mujeres y para el avance de la Igualdad 
Sustantiva entre mujeres y hombres.

La Institución Rectora con responsabilidades para asegurar el 
seguimiento, monitoreo y evaluación del cumplimiento de la 
normativa, es el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, 
ISDEMU, su cumplimiento es responsabilidad de las instituciones y 
de la sociedad en su conjunto.

San Salvador, Noviembre 2013

 Vanda Pignato Yanira Maridol Argueta
 Presidenta del ISDEMU Directora Ejecutiva del ISDEMU
 Secretaria de Inclusión Social
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Considerandos:

 I.  Que la Constitución establece en el artículo 3 el derecho a 
la igualdad y el principio de no discriminación al establecer 
que todas las personas son iguales ante la ley y que para  
el goce  de los derechos civiles no podrán establecerse  
restricciones que se basen en diferencias de nacionalidad, 
raza, sexo o religión. 

 II.  Que mediante Decreto Legislativo No. 430, de fecha 23 de 
agosto de 1995, publicado en el Diario Oficial No. 154, 
Tomo No. 328, de esa misma fecha, se ratificó la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, “Convención Belem do Pará”, 
la cual establece en el artículo 7 que los Estados parte, 
condenan todas las formas de violencia contra la mujer y 
convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y 
erradicar dicha violencia. 

 III.  Que mediante Decreto Legislativo No. 705, de fecha 2 de 
junio de 1981, publicado en el Diario Oficial No. 105, 
Tomo No. 271, del  9 de junio de 1981, se ratificó la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de la 
Discriminación contra la Mujer, en el artículo 1 se define 
la discriminación contra la mujer. Esta definición incluye la 
violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida 
contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma 
desproporcionada, según la Recomendación General No 19. 

 IV.  Que la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia 
para las Mujeres, establece el mandato de contar con una 
Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia que contenga objetivos, estrategias 
y programas para la detección, prevención, atención, 
protección, sanción y reparación para la erradicación de 
todas las formas de violencia contra las mujeres y el respeto 
de sus derechos humanos. 
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 V.  Que las desigualdades de poder entre hombres y mujeres 
perpetuadas a través de la violencia, no le permiten a las 
mujeres, ejercer plenamente sus derechos en el campo  
social, político, económico, cultural y familiar, negándoseles 
el acceso a una vida libre de violencia, lo cual constituye 
una violación de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales; se vuelve indispensable, la introducción 
de una política pública que oriente adecuadamente, las 
actuaciones públicas y privadas a favor de las mujeres y que 
garantice una mejor calidad de vida y un adelanto en sus 
capacidades de manera integral. 

 VI.  Que el Decreto Ejecutivo No.56, de fecha 4 de mayo de 
2010, establece en el artículo 1 Prohíbase en la actividad de 
la Administración Pública toda forma de discriminación por 
razón de identidad de género y orientación sexual.  

MOTIVACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA POLÍTICA 
NACIONAL 

La Ley Especial para una vida libre de violencia para las mujeres, 
establece que se interpretará y aplicará en concordancia con las 
disposiciones de la CEDAW, Belém Do Pará y demás Instrumentos 
Internacionales de Derechos Humanos. Sobre esa base, la Política 
Nacional para el acceso de las mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
se sustenta en los siguientes Instrumentos Internacionales, los cuales 
le dan fundamento jurídico a la misma:

 1.  La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la Mujer - CEDAW.

 2.  La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer- Belem Do Pará.

 3.  La Conferencia Mundial de Viena sobre los Derechos  
Humanos. 

 4.  La Declaración sobre la Eliminación  de la Violencia contra 
la Mujer. 
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Los principios que rigen esta Política,  están acordes con los 
principios rectores establecidos en la LEIV, en su artículo 4 y se agrega 
el principio de no discriminación, el cual ha sido desarrollado en 
la CEDAW y por considerarse un elemento fundante del derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia, según la Belem Do Pará.

Los enfoques necesarios para la aplicación de la Política Nacional 
parten del Enfoque de Derechos de las Mujeres y el enfoque de 
género cuya premisa central parte del hecho que la VCM es 
violencia de género y que las causas de la violencia están arraigadas 
en las relaciones desiguales de poder entre mujeres y  hombres. La 
visión desde una perspectiva de Derechos Humanos e Inclusión 
Social, constituye un elemento fundamental del Plan Quinquenal 
de Desarrollo de Gobierno de El Salvador, para el período 2010-
2014 con el que se fundamentan las políticas públicas propuestas 
por esta administración.

El enfoque de Igualdad Sustantiva o real se aplica sobre la base 
que la igualdad y la no discriminación son dos principios fundantes 
e indivisibles de los derechos humanos.  La Constitución de 
la República de El Salvador, regula los derechos y principios de 
igualdad y de no discriminación y en el Art. 3 establece que Todas 
las personas son iguales ante la ley. Para el goce de los derechos 
civiles no podrán establecerse restricciones que se basen en 
diferencias de nacionalidad, raza, sexo o religión. 

El enfoque de ciclo de vida que adopta esta política, tiene a su base, 
el artículo 5 de la LEIV, el cual establece que, se aplicará en beneficio 
de las mujeres sin distinción de edad. La VCM es un fenómeno que 
adopta diferentes formas y puede presentarse, indistintamente, en 
cualquier etapa de la vida de las mujeres, constituyéndose lo que se 
denomina como continuum de la violencia a lo largo del ciclo vital. 

El artículo 17 de la Ley Especial Integral para una libre de violencia 
para las mujeres define los contenidos de la Política Nacional en 
términos de Programas que desarrollen estrategias de detección, 
prevención, atención, protección, erradicación de la violencia 
contra las mujeres, seguridad ciudadana, formación y capacitación 
y desarrollo de estudios e investigaciones sobre la violencia contra 
las mujeres.
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La operativización de la LIEV y las Políticas Públicas para el 
Acceso de las Mujeres a una vida libre de violencia, de acuerdo 
a lo establecido por la ley, son responsabilidad de la Comisión 
Técnica Especializada, cuya coordinación está a cargo del Instituto 
Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, ISDEMU.

Los ámbitos de trabajo de la Política Nacional, parten de la premisa 
que considera que, el derecho de las mujeres al acceso a la justicia, 
desde la perspectiva de la debida diligencia, implica la obligación 
del Estado de prevenir, investigar, sancionar la violencia contra 
las mujeres  y brindar una  atención integral especializada y pro- 
tección, a las mujeres que enfrentan violencia. 

La Política Nacional establece lineamientos organizados en tres 
ámbitos de actuación y coordinación institucional: Prevención, 
Atención y Procuración y Administración de Justicia.

INSTITUCIÓN RECTORA DE LA POLÍTICA NACIONAL 

El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer es la 
Institución rectora de la LEIV y sus responsabilidades son las de 
asegurar, vigilar y garantizar el cumplimiento y ejecución integral 
de la misma y coordinar las acciones conjuntas de las instituciones 
de la administración pública para el cumplimiento de la Política 
Nacional para el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia.

OBJETO DE LA POLÍTICA NACIONAL 

La Política Nacional para una vida libre de violencia para las mujeres, 
tiene por objeto establecer un conjunto de lineamientos, objetivos, 
estrategias, mecanismos de trabajo y coordinación intersectoriales 
de naturaleza pública, orientados a la detección, prevención, 
atención, protección, reparación y sanción de la violencia contra 
las mujeres; a fin de proteger su derecho a la vida, la integridad 
física y moral, la libertad, la no discriminación por cualquier razón, 
incluida, la orientación sexual e identidad de género; la dignidad, la 
tutela efectiva, la seguridad personal, la igualdad real y la equidad. 
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OBJETIVOS ESTRATÉGICOS

 1.  Transformar patrones socioculturales que reproducen  
violencia y discriminación contra las mujeres, en todos  
los ámbitos; a través de la implementación de políticas  
públicas de prevención que aborden las causas que generan 
las diferentes modalidades y tipos de violencia, con el fin de 
procurar la construcción de nuevas relaciones basadas en la 
igualdad, la no discriminación y una vida libre de violencia 
para las mujeres.

 2.  Garantizar atención integral, especializada, oportuna y  
articulada intersectorialmente, a mujeres que enfrentan 
cualquier tipo y modalidad de violencia, con el fin de 
proteger y restablecer sus derechos; reducir y revertir 
impactos personales y sociales, riesgos, daños, secuelas, 
factores asociados al ciclo de la violencia y acceder a la 
justicia. 

 3.  Garantizar la procuración y administración de justicia para 
las mujeres que enfrentan violencia que garantice, desde la 
etapa de la denuncia, el debido proceso en la investigación, 
medidas de promoción de la acción penal, y persecución 
de los delitos; sanción y reparación con procedimientos 
sencillos y expeditos, que cumplan con las garantías 
procesales contenidas en la LEIV.

PRINCIPIOS RECTORES

Los principios que rigen la Política Nacional son los Principios que 
rigen la Ley Especial Integral para una vida libre de violencia para 
las mujeres:

 1.  Especialización: Es el derecho a una atención diferenciada y 
especializada, de acuerdo a las necesidades y circunstancias 
específicas de las mujeres y de manera especial, de aquellas 
que se encuentren en condiciones de vulnerabilidad o de 
riesgo.

 2.  Integralidad: Se refiere a la coordinación y articulación 
de las Instituciones del Estado para la erradicación de la 
violencia contra la mujer.
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 3.  Intersectorialidad: Es el principio que fundamenta la 
articulación de programas, acciones y recursos de los 
diferentes sectores y actores a nivel nacional y local, para la 
detección, prevención, atención, protección y sanción, así 
como para la reparación del daño a las víctimas.

 4.  Laicidad: Se refiere a que no puede invocarse ninguna 
costumbre, tradición, ni consideración religiosa para 
justificar la violencia contra la mujer.

 5.  Prioridad absoluta: Se refiere al respeto del derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia, en cualquier ámbito. 
El respeto del derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia es la prioridad absoluta. 

 6.  Principio de No Discriminación: Las disposiciones 
contenidas en la Política Nacional, así como los planes, 
proyectos y estrategias que se deriven de ella, deberán 
aplicarse de manera tal que se garantice la no discriminación 
de las mujeres que enfrentan violencia, por motivos de etnia, 
sexo, edad, idioma, religión, orientación sexual, identidad 
de género, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen, nacionalidad, posición económica o cualquier otra 
condición social.
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Enfoque de Derechos de las Mujeres

La normativa internacional de Derechos de las Mujeres, establece 
que los Estados  deben actuar con la debida diligencia para 
proteger, prevenir, investigar y castigar jurídicamente a los autores 
de la violencia contra las mujeres y asegurar que la prestación de  
servicios de protección y apoyo a las mujeres garanticen el pronto 
y debido proceso de acceso a la justicia.

La violencia, la desigualdad y la discriminación contra las mujeres 
son las principales formas de violación de los derechos de las 
mujeres; afectando el derecho a la vida, a la no discriminación, 
a su seguridad personal, a su integridad física y emocional, a 
su dignidad, a su derecho a ser valoradas y educadas libres 
de patrones estereotipados de comportamiento, o de prácticas 
sociales y culturales, basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación, a su derecho a la tutela efectiva, a la igualdad 
real y la equidad.

Bajo un enfoque de género, la premisa central del análisis de la 
violencia contra las mujeres, pasa por el reconocimiento que la 
violencia contra las mujeres es violencia de género y que las causas 
específicas de dicha violencia, y los factores que incrementan 
el riesgo de que se produzca, están arraigadas en relaciones 
desiguales de poder, en el contexto general de la discriminación 
sistémica por motivos de género contra las mujeres y otras formas 
de subordinación y desigualdad.

La Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las 
Mujeres, es un avance fundamental en las responsabilidades del 
Estado Salvadoreño para la tutela, protección y garantía de los 
derechos de las mujeres. Es la primera disposición jurídica vigente 
en el país, que define específicamente a las mujeres como sujetas 
de derechos y el bien jurídico que tutela es el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia. Establece las condiciones  
jurídicas  para  brindar seguridad a todas las mujeres, es aplicable 
en todo el territorio nacional, es de Interés Público y Nacional y 
de obligatorio cumplimiento para todo el Estado y Sociedad. 
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El abordaje de los diferentes tipos y modalidades de violencia 
contra las mujeres, debe realizarse por medio de procesos integrales 
y especializados que aseguren que las intervenciones tengan en 
cuenta y traten, las condiciones existentes en los diferentes niveles: 
individuales, relacionales, comunitarios y sociales, que afectan a 
las mujeres en todos sus ciclos de vida.  

La violencia y la discriminación se deben analizar desde un 
abordaje sistémico. Es indispensable comprender el continuum de 
la violencia y la discriminación contra las mujeres, y develar las 
vinculaciones existentes entre diferentes hechos que forman parte 
de un continuum, de tal forma que hechos de violencia, no se 
abordan como fenómenos aislados. 

Este enfoque en política pública,  implica que la acción sistemática 
e integral del Estado, pasa por reconocer a las mujeres como 
sujetas de derecho, sujetas de transformaciones, y asumir la  
responsabilidad de propiciar y fomentar las garantías para la 
realización del pleno derecho de su autonomía en todas sus dimen- 
siones: económica, física, emocional y política, el fortalecimiento 
de sus capacidades de resilencia y la apropiación de sus procesos 
de empoderamiento.

El empoderamiento de las mujeres implica un proceso de generación 
y acopio de poderes vitales que permiten independencia y 
autonomía (autosuficiencia), material, social, subjetiva (intelectual, 
afectiva) y ética. En este sentido, la clave del empoderamiento es la 
construcción que consolida condiciones, recursos y bienes para el 
desarrollo de las mujeres y su sustento por parte de la sociedad, el 
Estado y la cultura. 1    
 
Finalmente, este enfoque permite, por un lado desarrollar las 
capacidades de las personas e instituciones responsables de la 
puesta en práctica de la ley, en cuanto a los derechos de las mujeres, 
el enfoque de género, su significado, cómo pueden ser aplicados; 
y por otro, las capacidades de las mujeres,  empoderándolas  como 
titulares de derechos y no como receptoras pasivas de beneficios 
discrecionales.  Inspira una respuesta indivisible, holística y 
multisectorial que añade una dimensión de derechos de las mujeres 
al trabajo en todos los sectores.
1  Lagarde y de los Ríos, Marcela (2012). El Feminismo en mi vida. Hitos, claves y utopías.  

Inmujeres DF.
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Enfoque de Igualdad Sustantiva o Real 

La igualdad y la no discriminación son dos principios fundantes 
e indivisibles de los derechos humanos.  La Constitución de 
la República de El Salvador, regula los derechos y principios de 
igualdad y de no discriminación y en el Art. 3 establece que Todas 
las personas son iguales ante la ley. Para el goce de los derechos 
civiles no podrán establecerse restricciones que se basen en 
diferencias de nacionalidad, raza, sexo o religión. 

El principio de no discriminación, ha sido desarrollado en 
la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, CEDAW, cuyo primer artículo señala 
que la discriminación contra la mujer denotará toda distinción, 
exclusión a restricción basada en el sexo, que tenga por objeto o por 
resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base 
de la igualdad de la mujer y del hombre, de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

La igualdad no es la exigencia de trato idéntico, es la que se logra 
con la eliminación de todas las formas de discriminación contra las 
mujeres, a través de las acciones del Estado.2  La CEDAW define que 
la igualdad real entre mujeres y hombres está basada en el goce y 
ejercicio pleno de los derechos humanos que por lo tanto, permite 
trato distinto, aún por parte de la ley, cuando la situación es distinta. 

El significado de la igualdad se ha complementado con la 
equivalencia humana de las personas, en donde, mujeres y hombres 
tienen igual valor humano, aun por encima de las diferencias y 
diversidad que puedan originarse en determinadas características. 
El principio de no discriminación es un principio articulador entre 
el derecho de igualdad y el derecho de las mujeres  a una vida libre 
de violencia. 

Para el logro de la igualdad, se requiere la aplicación de 
acciones orientadas que eliminen las desventajas y desigualdades 
originadas en diferencias por razón de género, edad, origen étnico, 
discapacidades, preferencias sexuales, creencias o por cualquier otro  
factor que produzca efectos discriminatorios en derechos, 
beneficios, obligaciones y oportunidades en mujeres y hombres.

2  Facio, Alda; La igualdad substantiva un paradigma emergente en la ciencia jurídica
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Para la identificación de los factores que generan desigualdad y 
discriminación, se requiere la aplicación de herramientas analíticas 
bajo un enfoque de interseccionalidad  que facilite la comprensión 
de las múltiples dimensiones de la identidad, determine cómo, 
diferentes categorías de discriminación, construidas social y 
culturalmente, interactúan en simultáneos niveles contribuyendo a 
una sistemática desigualdad social y a formas de discriminación 
entrecruzadas.3 

El análisis bajo un enfoque de interseccionalidad, parte de la premisa 
que las personas conforman complejos procesos de construcción 
identitaria, que se derivan de las relaciones sociales, de su contexto 
histórico y de la forma en que operan las estructuras del poder con 
las que interactúan. 

El análisis inter-seccional revela las variadas dimensiones de la 
identidad, y se pueden abordar con una mirada más amplia las 
consecuencias estructurales y dinámicas de la interacción entre 
dos o más formas de discriminación o sistemas de subordinación, 
facilitando, por ejemplo, la manera en la que el  patriarcado, 
las desventajas económicas, el racismo, y otros sistemas 
discriminatorios, contribuyen a la creación de diferentes formas de 
desigualdad que estructuran las posiciones respectivas de mujeres 
y hombres, clase, etnia, identidad de género y orientación sexual, 
discapacidad entre otros.

El análisis inter-seccional abre una perspectiva de análisis más 
amplia que supera al pensamiento dicotómico y binario que suele 
prevalecer acerca del poder. Permite visualizar cómo convergen 
distintos tipos de discriminación en términos de intersección o de 
superposición de identidades, con lo cual se puede establecer el 
impacto de dicha intersección para el  acceso a oportunidades, o la 
existencia de prácticas discriminatorias. 

Una mirada desde una perspectiva de igualdad sustantiva en 
las políticas públicas evita una perspectiva de neutralidad en su 
aplicación ya que la adopción del enfoque de igualdad sustantiva 
va a facilitar que se realice un abordaje e impacto diferenciado de 
acuerdo a las necesidades de las mujeres en las diferentes etapas de 
su ciclo de vida.
3  Asociación para los derechos de la Mujer y el Desarrollo, AWID, 2004, Interseccionalidad: 

una herramienta para la justicia de género y la justicia económica. Género y derechos.  Dere-
cho de las mujeres y cambio económico No. 9.  
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Enfoque de Ciclo de Vida

El enfoque de ciclo de vida corresponde a una visión no fragmentada 
de los seres humanos. Consiste en un marco analítico que posibilita 
el diseño de estrategias de trabajo para el abordaje de las diferentes 
necesidades según las distintas etapas del ciclo vital, tomando 
en consideración su contexto específico de vida, su desarrollo 
social, socio-afectivo, el nivel cognitivo, intelectual, y la toma de 
decisiones.

Es denominado también como enfoque generacional y tiene como 
objetivo establecer la protección de los derechos de las personas, 
considerando la condición del ciclo de vida. Esto implica que 
cualquier política, programa, estrategia o acción debe incorporar 
un enfoque particular para la protección integral de los derechos 
de los distintos grupos etarios, garantizando la universalización 
de los derechos, sin perder de vista la particularidad de cada 
grupo, analizando el impacto de las múltiples  formas de violencia 
en las diferentes etapas de la vida de las mujeres y explorar las 
consecuencias de la misma, según su ciclo de vida. 

La violencia contra las mujeres es un fenómeno que se manifiesta 
de diferentes formas y se presenta en las diferentes etapas de su 
vida, constituyendo violencia feminicida que es la violencia que 
aumenta gradualmente hasta volverse mortal y representa la forma 
extrema de violencia de género contra las mujeres.
 
La importancia de este enfoque en la formulación de políticas 
públicas, reside en el hecho de destacar el impacto diferencial 
que ocasiona la violencia en las vidas de las mujeres, las cuales 
están expuestas a diferentes tipos de violencia en las diferentes 
etapas de su vida y, por lo tanto se requiere respuestas integrales y 
especializadas para cada etapa de la vida de las mujeres.
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La Política Nacional establece lineamientos organizados en tres 
ámbitos de actuación y coordinación institucional:

 1.  Ámbito de Prevención. Dará prioridad a las políticas públicas 
que promuevan programas de prevención y detección, 
que tengan como fin la prevención de los diferentes 
tipos y modalidades de violencia contra las mujeres, y la 
identificación temprana y focalización de los factores que 
la originan; este ámbito incluye Programas de erradicación 
de la violencia contra las mujeres, con el propósito de 
desestructurar prácticas, conductas, normas y costumbres 
sociales y culturales que generan y reproducen violencia y 
discriminación; y Programas de seguridad ciudadana con 
estrategias que promuevan espacios públicos seguros para 
las mujeres.

 2.  Ámbito de Atención. Dará prioridad a políticas públicas que 
promuevan programas que tengan como fin atender, proteger 
y restablecer, de forma expedita y eficaz los derechos de las 
víctimas directas e indirectas de los diferentes tipos y ámbitos 
de violencia contra las mujeres.

 3.  Ámbito de Procuración y Administración de Justicia. Dará 
prioridad a políticas públicas para el acceso a la justicia y 
la defensa del derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia, que incluye un conjunto de líneas de acción  
dirigidas a garantizar un sistema judicial y administrativo 
efectivo, adecuado, con celeridad ante los delitos de violencia 
perpetrados contra las mujeres; que garantice desde la etapa 
de la denuncia, el debido proceso en la investigación, 
la restitución, la rehabilitación, la indemnización, y las 
garantías de no repetición.

Esta Política define seis lineamientos de trabajo comunes que todas 
las instituciones con responsabilidades en el cumplimiento de la Ley 
Especial Integral para una vida libre de violencia para las mujeres,  
tienen la obligación de incluir en sus políticas, normativas, planes 
y proyectos: 
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 1.  Asignar recursos humanos y financieros garantizados,  
intransferibles e irreductibles para asegurar la implementación 
de las políticas sectoriales, planes, proyectos y acciones 
desarrolladas en el ejercicio de sus competencias, para el  
desarrollo y fortalecimiento de los mecanismos de cada 
uno de los ámbitos que se establecen en la presente Política 
Nacional.

 2.  Armonizar la legislación y marcos normativos nacionales 
e institucionales, de conformidad con los compromisos 
internacionales y legislación nacional en materia de 
derechos de las mujeres, para asegurar las condiciones 
jurídico-políticas y administrativas necesarias para el pleno 
cumplimiento de los derechos de las mujeres a una vida 
libre de violencia y discriminación.

 3.  Crear sistemas de información y estadísticas integrados, 
municipales, departamentales y  nacionales sobre 
violencia contra las mujeres, para recopilar, compilar y 
analizar indicadores cuantitativos y cualitativos sobre los 
distintos tipos y modalidades de violencia, que incluyan 
registros administrativos, estadísticas vitales y encuestas 
especializadas confiables, oportunas, de calidad y de 
acceso público, con el propósito de diseñar un sólido 
sistema de seguimiento y evaluación de la presente 
Política Nacional y sus respectivos planes nacionales, 
institucionales, sectoriales y municipales.

 4.  Desarrollar Programas de formación y capacitación 
profesional especializada, con el propósito de fortalecer 
las habilidades, capacidades y competencias de servidores 
y servidoras públicos, para garantizar la adopción y 
aplicación de las obligaciones establecidas en la Ley 
Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las 
Mujeres y la Política Nacional.

 5.  Promover Programas de análisis, gestión de conocimiento 
y pensamiento crítico sobre la situación y condición 
de la violencia contra las mujeres en sus diferentes 
tipos y modalidades, que permita realizar evaluaciones 
del impacto de las políticas que se desarrollen para 
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la erradicación de la violencia contra las mujeres, la 
sistematización de experiencias y la difusión de estudios e 
investigaciones específicas.

6.  Reconocer y promover la articulación y participación del
movimiento feminista, de mujeres y de defensoras de los
derechos de las mujeres, en el diseño, implementación y
evaluación de políticas públicas, lineamientos, protocolos
de actuación y coordinación, planes y estrategias a nivel
municipal, departamental y nacional que se realicen para
prevenir, atender y garantizar la procuración y administración 
de justicia en casos de violencia contra las mujeres.

ÁMBITO DE PREVENCIÓN

Apuesta prioritaria 

El ámbito de Prevención tiene como perspectiva estratégica, 
erradicar la violencia contra las mujeres en los espacios públicos y 
privados; interviniendo en las causas que la generan, en los procesos 
que la mantienen y la reproducen y en el fortalecimiento de las 
autonomías y el empoderamiento de las mujeres para la defensa de 
sus derechos. Las estrategias de prevención tienen como propósito 
transformar el entorno del riesgo, fortalecer los derechos de las 
mujeres y procurar la construcción de nuevas relaciones basadas 
en la igualdad, la no discriminación y una vida libre de violencia 
para las mujeres.

La perspectiva estratégica de la prevención debe incluir programas 
educativos y de comunicación social para la erradicación la 
violencia contra las mujeres en todos sus tipos y modalidades, 
para lo cual, es necesario avanzar en la eliminación de prácticas 
culturales, de lenguajes discriminatorios y sexistas que promueven 
y reproducen la violencia contra las mujeres. No se limita a 
campañas para información sobre riesgos, condiciones o derechos. 
Debe incluir intervenciones inter-institucionales y multisectoriales, 
dirigidas al abordaje de las causas estructurales y sociales que 
generan y reproducen la violencia.



88

Normativa Nacional para la Igualdad de Género

34

Normativa Nacional para la Igualdad de Género

El ámbito de prevención requiere el establecimiento de programas 
para la detección temprana y focalización de los factores que 
originan los hechos de violencia, tanto en el ámbito público como 
privado. Esto incluye, un conjunto de lineamientos y protocolos 
de actuación y coordinación, definidos de acuerdo a los tipos y 
modalidades de violencia contra las mujeres a lo largo del ciclo de 
vida, en los sectores pertinentes, según sus niveles de competencia 
y en los espacios comunitarios e institucionales. 

La detección temprana, ofrece una oportunidad única de romper el 
ciclo inter-generacional de la violencia, evitar la re-victimización 
y proveer la protección y servicios especializados requeridos. Las 
estrategias de detección deben incluir acciones de  diagnóstico de 
las causas, condiciones y situación de las mujeres que enfrentan 
violencia;  evaluación de riesgos, sistemas institucionalizados 
de referencia y contra-referencia a instancias especializadas; y 
estrategias y acciones comunitarias, municipales y nacionales, para 
la prevención y detección temprana de la violencia.  

Las estrategias del Programa de Prevención deben ser situacionales, 
ya que deben adecuarse a cada situación en particular y dirigirse a 
grupos de interés específicos. Requieren acciones multisectoriales 
para que se aborden las causas que están generando y reproduciendo 
las situaciones de violencia. Es necesario realizar evaluaciones que 
permitan identificar dónde, cómo, cuándo y en qué condiciones 
surgen y se reproducen los comportamientos violentos y los delitos 
que afectan la seguridad y la integridad de las mujeres.

El Programa de Seguridad Ciudadana para las mujeres, define  
estrategias que garanticen  el acceso seguro a los espacios públicos 
y privados; que incorporen auditorías de seguridad, mapas 
comunitarios de riesgo de violencia contra las mujeres, y planes 
locales de seguridad para las mujeres que deben incluir  estrategias 
de prevención del  acoso sexual, acoso laboral, acoso en las calles; 
centros educativos y otros espacios públicos e incorporar la prevención 
de la violencia contra las mujeres en las políticas de empleo, de  
seguridad en el empleo; de reclutamiento y selección de personal 
y desarrollar programas de sensibilización, formación, gestión de 
conocimiento, y desarrollo de capacidades especializadas para la 
aplicación de la LEIV.
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Objetivo Estratégico 

Transformar patrones socioculturales que reproducen violencia y 
discriminación contra las mujeres, en todos los ámbitos; a través 
de la implementación de políticas públicas de prevención que 
aborden las causas que generan las diferentes modalidades y tipos 
de violencia, con el fin de procurar la construcción de nuevas 
relaciones basadas en la igualdad, la no discriminación y una vida 
libre de violencia para las mujeres.

Lineamientos para Prevención y Detección de VCM

 1.  Establecer un Programa Nacional de Prevención y detección 
temprana de la VCM que incluya lineamientos, normativas, 
protocolos de actuación y coordinación, reglamentos, y  
rutas de derivación unificadas para la detección y prevención 
de la VCM, para cada tipo y modalidad de violencia contra 
las mujeres a lo largo de su ciclo de vida.

 2.  Desarrollar planes de prevención y detección temprana de 
la VCM con estrategias situacionales dirigidas a grupos de 
interés específicos, de acuerdo al ciclo de vida, con acciones 
multisectoriales que aborden las causas que generan y 
reproducen diferentes tipos de violencia contra las mujeres 
y sean incorporadas en todos las políticas, planes nacionales 
y sectoriales, proyectos y acciones desarrollados en el  
ejercicio de sus competencias de todas las instituciones 
del Estado, fortaleciendo los mecanismos de prevención,  
detección y erradicación de la violencia.

 3.  Desarrollar el uso de las tecnologías de la información, las 
comunicaciones y de las redes sociales como recursos para 
el empoderamiento de las mujeres y las niñas, incluidos el 
acceso a la información sobre la prevención y las formas de 
enfrentar la violencia contra ellas.

 4.  Desarrollar una estrategia nacional e intersectorial de  
prevención y comunicación social y educativa que  
promueva, reconozca y garantice el acceso a una vida 
libre de violencia para las mujeres, la igualdad y la no 
discriminación.
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5.  Diseñar e implementar una estrategia dirigida hacia las
diversas expresiones socioculturales a través de los medios
de comunicación social y agencias de publicidad; para que
promuevan modelos culturales basados en la igualdad, la
paridad, la diversidad, la democracia y el derecho a una vida
libre de violencia y discriminación para las mujeres.

6.  Desarrollar planes y estrategias de prevención y detección
temprana de los factores de riesgo y situaciones relacionados
con la trata de mujeres acelerando la educación, capacitación 
y concientización pública a fin de desalentar la demanda
que propicia cualquier forma de explotación, brindando a
las mujeres en condición de trata,  protección y atención
especializada.

7.  Desarrollar lineamientos, protocolos de actuación, planes y
estrategias de prevención y detección temprana de la VCM,
relacionados de manera específica con hechos de violencia
vinculada con pandillas y estructuras del crimen organizado.

8.  Desarrollar políticas, lineamientos y protocolos de actuación
y coordinación, que garanticen medidas de prevención
y detección temprana de violencia contra las mujeres en
situaciones de emergencias socio naturales, garantizando la
protección y atención especializada de mujeres en todo su
ciclo de vida.

9.  Armonizar la normativa municipal y nacional para garantizar
la asignación de recursos del presupuesto nacional para el
desarrollo de los planes municipales para la prevención,
atención integral y erradicación de la violencia contra las
mujeres.

10.  Definir rutas de prevención y creación de redes inter- 
institucionales con la participación de redes y organizaciones 
de mujeres defensoras de derechos humanos,  para
la prevención de violencia contra las mujeres a nivel
comunitario, municipal, departamental y nacional.
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Erradicación de la violencia contra las mujeres

 1.  Incorporar en el Sistema Educativo Nacional, en todos los 
niveles y formas de enseñanza,  estrategias que promuevan 
el derecho de las mujeres a vivir libres de violencia y de 
discriminación; la eliminación del sexismo y los estereotipos 
de género en los sistemas educativos,  textos, materiales 
didácticos, metodologías de enseñanza-aprendizaje, 
ampliando la formación de educadoras y educadores para 
la igualdad, los derechos de las mujeres y la promoción de 
prácticas pedagógicas libres de prejuicios, discriminación y 
estereotipos basados en género.

 2.  Diseñar lineamientos y normativas para garantizar que 
los medios de comunicación, de información y agencias 
de publicidad, privados y públicos, eliminen contenidos 
sexistas, estereotipados y discriminatorios que fomenten la 
violencia contra las mujeres en medios escritos, radiales, 
televisivos, cibernéticos, anuncios y espectáculos públicos 
utilizados.

 3.  Desarrollar políticas,  lineamientos, protocolos de actuación, 
planes y estrategias para prevenir y erradicar el acoso sexual, 
la discriminación, el acoso laboral, acoso en las calles, en 
centros educativos, de salud, instituciones de justicia y otros 
espacios públicos. Incorporar medidas para la prevención de 
la violencia contra las mujeres en las políticas de empleo, de 
seguridad en el empleo; y de reclutamiento y selección de 
personal en los diferentes ámbitos institucionales, laborales, 
de justicia, educativos, de salud, públicos y privados.

 4.  Diseñar un marco normativo que garantice las medidas 
necesarias para prevenir, sancionar y erradicar todas las 
formas de trata de mujeres para la explotación sexual, laboral 
o cualquier otro fin.

 5.  Promulgar e implementar legislación para prevenir, sancionar 
y erradicar el acoso, la violencia simbólica, el uso sexista 
y estereotipado de las mujeres en procesos electorales  y 
la violencia política y administrativa contra las mujeres 
que acceden a cargos de decisión por vía electoral o por 
designación en el ámbito institucional.
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6.  Desarrollar políticas, lineamientos, protocolos de actuación,
planes y estrategias a nivel municipal para prevenir y atender
la violencia contra las mujeres y el establecimiento del
Programa de Seguridad Ciudadana para las mujeres,  que
incluya estrategias que garanticen  el acceso seguro a los
espacios públicos y privados; que incorporen auditorías de
seguridad, mapas comunitarios de riesgo de violencia contra
las mujeres, planes locales de seguridad para las mujeres y
sistemas de alerta comunitaria y municipal en lugares de alta
incidencia de violencia contra las mujeres.

ÁMBITO DE ATENCIÓN

Apuesta prioritaria 

El ámbito de Atención tiene como objetivo brindar atención 
especializada a las mujeres que enfrentan violencia, que garantice la 
reparación de derechos, la anulación de riesgos o daños posteriores 
y que considere todos los factores asociados al ciclo de la violencia, 
la justificación social y cultural de la misma; las condiciones de 
desigualdad, la discriminación y los impactos personales y sociales 
que genera la violencia. 

Las estrategias de los programas de atención de mujeres que 
enfrentan violencia, deben incorporar acciones para atender, 
proteger y restablecer de forma expedita y eficaz sus derechos; tal 
como lo establece la Ley Especial Integral para una vida libre de 
violencia para las mujeres.

La atención integral, incluye acciones de prevención, detección 
temprana, diagnóstico de las mujeres que enfrentan violencia;  
evaluación del riesgo, tratamiento o referencia a instancias 
especializadas;  acompañamiento al proceso jurídico correspondiente 
hasta la reparación de los daños. Por lo tanto, la atención integral 
debe incluir servicios sociales,  psico-sociales, de salud integral, 
legal y judicial.

Los servicios deben ser integrales, especializados, con calidad y 
calidez; adecuados a su ciclo de vida,  a su identidad de género 
y orientación sexual, y cualquier condición social; eficientes, 
oportunos, de fácil y seguro acceso, con pertinencia cultural y con 
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medidas correctivas que reconozcan las relaciones desiguales de 
poder que subyacen en todas las manifestaciones de violencia que 
enfrentan las mujeres.

Los servicios de atención integral, deben considerar tres niveles de 
atención: las medidas de atención inmediata, incluidos los servicios 
de salud sexual y reproductiva; la procuración de procedimientos 
expeditos de primer contacto, atención en crisis y acompañamiento 
psicológico especializado y específico y la adopción de medidas de 
protección para las víctimas y sus entornos.

Es necesario establecer protocolos de actuación y coordinación entre 
las instituciones para trabajar de forma articulada en la reducción 
del impacto, reparación de los daños; referencia y contra-referencia 
a instancias especializadas con personal idóneo e instalaciones y 
el equipamiento adecuado para atender con calidad y calidez a 
todas las mujeres, tomando en cuenta su diversidad sexual. Las 
instituciones además, deben de tomar en cuenta la articulación 
de acciones con las diferentes redes de protección ciudadana y 
organizaciones de mujeres establecidas en los territorios. 

Los servicios de atención integral especializada, incluyen también 
las medidas de protección, tales como: la garantía de la aplicación, 
efectividad y seguimiento de las medidas de protección, cautelares y 
de emergencia, relacionadas al acceso a casas de acogida, vivienda 
temporal,  protección del uso de la vivienda arrendada.

Los servicios institucionales especializados deben ser establecidos y 
articulados para que las mujeres afectadas por violencia, accedan a 
los servicios sin ser re-victimizadas, discriminadas, culpabilizadas, 
ni atendidas con prejuicios y discriminación; independientemente 
de que se inicie o no un proceso judicial.  Ello requiere a su vez, el 
garantizar programas de sensibilización y formación especializada, 
el establecimiento de políticas del cuidado, seguridad ocupacional 
y derechos laborales de los equipos multidisciplinarios de atención, 
así como evaluación de su desempeño.
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Objetivo Estratégico

Garantizar atención integral, especializada, oportuna y articulada 
intersectorialmente, a mujeres que enfrentan cualquier tipo y 
modalidad de violencia, con el fin de proteger y restablecer sus 
derechos; reducir y revertir impactos personales y sociales, riesgos, 
daños, secuelas, factores asociados al ciclo de la violencia y acceder 
a la justicia. 

Lineamientos para la Atención de mujeres que enfrentan violencia

1.  Establecer una red nacional de servicios de atención integral
y especializada para mujeres que enfrentan violencia que
incluya lineamientos, normativas, protocolos de actuación y
coordinación, reglamentos, y rutas de derivación unificadas
para la detección y atención  de la VCM, para cada tipo y
modalidad de violencia contra las mujeres a lo largo de su
ciclo de vida.

2.  Desarrollar Unidades de Atención Integral y Especializada
para las mujeres que enfrentan violencia, en las siguientes
instituciones y sus correspondientes delegaciones
departamentales de acuerdo a lo que establece la LEIV:
Órgano Judicial; FGR; PGR; PDDH; PNC; IML; MINSAL; y
otras que tengan competencia en la materia.

3.  Las Unidades de Atención Integral y especializada para las
mujeres que enfrentan violencia deben desarrollar planes
para el abordaje de los diferentes tipos y modalidades de
VCM, que brinden servicios con calidad y calidez, eficientes,
oportunos, de fácil y seguro acceso, con estrategias
situacionales, con pertinencia cultural, adecuadas a su ciclo
de vida, a su identidad de género y orientación sexual y
cualquier condición social.

4.  Definir rutas de atención y creación de redes inter-
institucionales, redes ciudadanas de mujeres defensoras
de derechos humanos, a nivel municipal, departamental y
nacional; para la atención especializada de los diferentes
tipos de violencia contra las mujeres, que garanticen la
restitución de derechos y la anulación de riesgos o daños
posteriores.
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5.  Crear el programa de las Casas de Acogida, bajo la
coordinación y supervisión del ISDEMU con  programas
específicos de protección y servicios de atención
especializada para las mujeres y su grupo familiar afectado
que se encuentren en riesgo y desprotección generadas por
situaciones de violencia, referidas por las instituciones de
gobierno y organizaciones no gubernamentales facultadas
por la Ley Especial Integral.

6.  Desarrollar políticas, lineamientos y protocolos de actuación
y coordinación, que garanticen medidas de protección
y seguridad a mujeres que enfrentan violencia y su grupo
familiar afectado.

7.  Desarrollar lineamientos, protocolos de actuación, planes
y estrategias de atención y protección de mujeres que
enfrentan violencia, trata de personas y casos relacionados
de manera específica con hechos de violencia vinculada con
pandillas y estructuras del crimen organizado.

8.  Desarrollar lineamientos y protocolos de actuación y
coordinación para brindar servicios de orientación y atención 
inmediata en red, y atención telefónica especializada a
mujeres en situación de violencia.

9.  Desarrollar lineamientos y protocolos de actuación y
coordinación para la atención y seguimiento de casos de
violencia, acoso sexual, discriminación, y acoso laboral, en
instituciones, centros educativos, de salud, instituciones de
justicia y otros espacios públicos.

10.  Desarrollar normativas y reglamentos institucionales que
aseguren la protección de los derechos laborales de las
mujeres trabajadoras del sector público y privado, que
enfrentan violencia.

11.  Asegurar progresivamente las condiciones institucionales
de accesibilidad a la infraestructura, a centros de atención
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especializados, equipamiento e información  y personal 
calificado, a las mujeres con discapacidades que enfrentan 
violencia.

12.  Desarrollar políticas, lineamientos y protocolos de
actuación y coordinación, que garanticen medidas de
atención adecuadas para las mujeres en situaciones de
emergencia nacional, garantizando la protección y atención
especializada de acuerdo a su ciclo de vida.

ÁMBITO DE PROCURACIÓN Y ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA

Apuesta prioritaria 

El ámbito de Procuración y Administración de Justicia, comprende 
el conjunto de líneas de acción del Estado, dirigidas a garantizar un 
sistema judicial y administrativo efectivo, adecuado, con celeridad 
ante los delitos de violencia perpetrados contra las mujeres; que 
garantice, desde la etapa de la denuncia, el debido proceso en 
la investigación, medidas de promoción de la acción penal, y  
persecución de los delitos; sanción y reparación con procedimientos 
sencillos y expeditos, que cumplan con las garantías procesales de 
las mujeres que enfrentan hechos de violencia, contenidas en la 
LEIV; garanticen la efectividad de los mecanismos de protección; 
aseguren una reparación efectiva, adecuada, rápida y proporcional 
al daño sufrido, a través de medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y no repetición. 

El desafío consiste en adecuar el sistema de justicia, en el que se  
asegure una atención integral que facilite que las mujeres que  
enfrentan violencia puedan recuperarse y continuar su vida en la 
sociedad; se restablezca el ejercicio de sus derechos y se reparen 
las consecuencias que la violencia produjo. Estos procesos deben 
realizarse con una vocación transformadora, que dignifique a las 
mujeres víctimas y con las garantías de no repetición, para evitar 
que ocurran nuevas violaciones a los derechos humanos de las 
mujeres.
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El Programa de Protección, incluye todas las acciones que tengan 
como fin, proteger a las mujeres que enfrentan violencia y su  
entorno inmediato. Para ello, se deberá trazar una ruta de intervención 
que garantice la seguridad, incluyendo medidas de protección y 
auxilio policial; protección de vivienda, órdenes de restricción,  
alojamiento en casas de acogida, entre otras. Se deberá establecer 
la evaluación del riesgo, para definir en base a ésta, el tipo de  
medidas a desarrollar en cada situación en particular, para atender 
las necesidades específicas de cada mujer. 

La sanción, implica la condena de todas las formas de VCM, 
psicológica o emocional; sexual, física, patrimonial, económica,  
feminicida y simbólica y busca erradicar la impunidad a través de 
la condena judicial y social de las conductas que se consideran 
ilegitimas o no aceptadas. La sanción, es la base para la reparación  
de los derechos de las mujeres, ligado a la tutela y garantía real de 
los mismos.

La reparación, se refiere a las acciones de Estado dirigidas a 
garantizar los derechos de las mujeres que enfrentan violencia; que  
contribuyan a erradicar la impunidad, a reparar las consecuencias 
de la violencia, a dignificar a las víctimas y su entorno, desde un  
enfoque correctivo, restitutivo y transformador.  Se requiere 
garantías de no repetición de los hechos de violencia contra las 
mujeres; medidas de reparación generales destinadas a erradicar 
la violencia y discriminación estructural que enfrentan las mujeres. 
La reparación incluye la creación de Programas de Formación y 
Capacitación, que faciliten la inserción laboral y la generación de 
ingresos a mujeres que enfrentan hechos de violencia.

Para garantizar una reparación integral es necesario promover la 
articulación interinstitucional para asegurar el acceso a los servicios, 
asegurando que los mismos se provean desde el momento en que se 
detecte los hechos de violencia,  reciban la atención y protección 
necesaria, hasta el cumplimiento de una sentencia.

La reparación integral y acceso a la justicia,  debe partir de un 
enfoque de corresponsabilidad en todos los niveles, incluyendo 
el comunitario y debe promover la articulación interinstitucional  
que permitan asegurar servicios integrales de salud, atención psico-
emocional de largo plazo, acceso al crédito, espacios de vivienda 
temporal y vivienda social para las mujeres.
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Objetivo Estratégico

Garantizar la procuración y administración de justicia para las 
mujeres que enfrentan violencia que garantice, desde la etapa 
de la denuncia, el debido proceso en la investigación, medidas 
de promoción de la acción penal, y persecución de los delitos; 
sanción y reparación con procedimientos sencillos y expeditos, que 
cumplan con las garantías procesales contenidas en la LEIV.

Lineamientos para la Procuración y Administración de Justicia 

 1.  Diseñar y armonizar la legislación, reglamentos y 
procedimientos  administrativos  y judiciales; para garantizar 
a las mujeres el acceso a la justicia y el ejercicio del derecho 
a una vida libre de violencia para las mujeres. 

 2.  La FGR debe crear e implementar la Política de Persecución 
Penal en Materia de Violencia Contra las Mujeres, que 
garantice la investigación científica de los delitos de violencia 
contra las mujeres de acuerdo a los parámetros establecidos 
en la LEIV.

 3.  Desarrollar normas, lineamientos, protocolos de actuación 
y coordinación, en cada una de las instituciones con 
responsabilidades en la procuración y administración de 
justicia para el abordaje de los diferentes tipos y modalidades 
de violencia contra las mujeres.

 4.  Desarrollar normas, lineamientos, protocolos de actuación 
y coordinación, en cada una de las instituciones con  
responsabilidades en la investigación y 
las técnicas de recolección y custodia de 
evidencias, sobre los delitos de violencia  
contra las mujeres  en todos sus tipos y modalidades.

 5.  Desarrollar normas, lineamientos, protocolos de actuación 
y coordinación para el reconocimiento que el contínuum 
de la violencia contra las mujeres es violencia feminicida, 
violencia que aumenta gradualmente hasta volverse mortal 
y representa la forma extrema de violencia de género contra 
las mujeres.
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 6.  Fortalecer a las instituciones públicas para que el desarrollo 
de estrategias y acciones de procuración y administración 
de justicia de los diferentes tipos y modalidades de violencia 
contra las mujeres, sean incorporadas en políticas, planes 
nacionales, sectoriales, proyectos y acciones desarrollados 
en el ejercicio de sus competencias de todas las instituciones 
del Estado, con responsabilidades en la procuración y 
administración de justicia.

 7.  Incorporar la seguridad ciudadana de las mujeres en la 
normativa municipal y nacional, para  garantizar el derecho 
de las mujeres a una vida libre de violencia. 

 8.  Implementar normativas, reglamentos de vigilancia de la 
debida aplicación de la LEIV y sanciones administrativas a 
servidoras y servidores del sector justicia por incumplimientos 
y errores administrativos y judiciales.

 9.  Fortalecer los mecanismos nacionales y regionales de 
control, reparación y sanción de delitos de violencia contra 
las mujeres asociadas a la trata de personas; pandillas y las 
estructuras del crimen organizado.

 10.  Desarrollar normas, lineamientos, protocolos de actuación 
y coordinación para la creación y funcionamiento del Fondo 
Especial para Mujeres víctimas de violencia, que de acuerdo 
a lo establecido en el Art. 35 de la LIEV, sus fondos serán 
obtenidos por las sanciones cometidas en hecho de VCM 
estipulados en la LEIV e ingresarán al Fondo General de la 
Nación, y el Ministerio de Hacienda, deberá trasladarlos 
íntegramente para financiar proyectos a los que se refiere la 
ley.

 11.  Desarrollar normas y lineamientos administrativos para 
impedir la violencia institucional,  en las actuaciones 
de las servidoras y servidores públicos del sector justicia, 
relacionada con la reproducción de esquemas culturales y 
sociales discriminatorios que promueven la violencia contra 
las mujeres.
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 12.  Establecer mecanismos para el seguimiento, monitoreo 
y evaluación de la aplicación efectiva de la LEIV, en la 
actuación de las instituciones responsables de la procuración 
y administración de justicia.

 13.  Desarrollar procesos de formación y capacitación 
especializada e investigaciones en materia de procuración 
y administración de justicia, que conlleven a fortalecer las 
capacidades y competencias de servidores y servidoras 
públicos, para garantizar la adopción y aplicación de las 
obligaciones establecidas en la Ley Especial para una Vida 
Libre de Violencia para las Mujeres.

 14.  Crear el Programa Nacional de Protección y Reparación 
para mujeres que enfrentan violencia, de acuerdo a los 
parámetros establecidos en la LEIV. 

 15.  Definir rutas de procuración y administración de justicia, 
de los diferentes tipos de violencia contra las mujeres a 
través de la creación de redes inter-institucionales, redes 
ciudadanas y  de mujeres defensoras de derechos humanos, 
a nivel municipal, departamental y nacional.



Capítulo IV
Mecanismos de 
implementación y 
coordinación 
institucional.
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El ISDEMU como Institución Rectora de la Política Nacional para 
el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia establecerá 
las condiciones necesarias para la instrumentación y seguimiento 
de la Política en estrecha coordinación con la Comisión Técnica 
Especializada, para lo cual se formulará un Plan Nacional bajo un 
enfoque de gestión basada en resultados que posibilite el adecuado 
seguimiento, monitoreo y evaluación.

El Plan Nacional deberá formularse, de acuerdo a lo establecido en 
la LEIV, para un plazo de cinco años y su marco de resultados será 
la base para la planificación operativa institucional de las instancias 
responsables de la instrumentación de la Política Nacional. 
La CTE elaborará su Plan de Trabajo en concordancia con sus 
responsabilidades para la operativización de la Política Nacional y 
se organizará de acuerdo a sus competencias y ámbitos de trabajo.

El ISDEMU, en coordinación con la CTE, acompañará los procesos 
de elaboración de planes operativos de las instituciones para 
asegurar su consistencia con el Plan Nacional y en coherencia con 
sus respectivos Planes y Presupuestos institucionales.

Los recursos para financiar la implementación de la Política 
Nacional y su Plan de Acción deben consignarse en las asignaciones 
de las partidas presupuestarias del Presupuesto General de la 
Nación para cada una de las instituciones con responsabilidades 
en su cumplimiento y deberán ser consignados como recursos 
etiquetados en cada una de las instancias facultadas por la LEIV. 
Podrán ser utilizadas, como fondos complementarios, otras fuentes 
de financiamiento nacional o internacional.

La CTE establecerá una estructura de funcionamiento adecuada 
para asegurar coherencia técnica, armonización, coordinación y 
seguimiento a la implementación de las acciones establecidas. 

Seguimiento, Monitoreo y Evaluación

El ISDEMU establecerá un Sistema de Seguimiento, Monitoreo y 
Evaluación de los avances y cumplimiento de la Política Nacional 
y su Plan de Acción para lo cual se desarrollarán un conjunto 
de indicadores de impacto, de gestión y resultado que formarán 
parte del Sistema de Información y Estadísticas de Género, SNIEG 
del Instituto. Las principales fuentes del SME del SNIEG son los 
registros administrativos, los censos o las encuestas realizadas 



104

Normativa Nacional para la Igualdad de Género

50

Normativa Nacional para la Igualdad de Género

por las instituciones públicas a nivel nacional establecidas con 
responsabilidad en la Política Nacional y su Plan de Acción. 

El SME contará con al menos dos grandes subsistemas: 

 a.   Subsistema de monitoreo. Este subsistema dará cuenta de la 
eficiencia y la eficacia de las instituciones gubernamentales 
para el cumplimiento de los compromisos adquiridos. 
Tendrá como base un conjunto de indicadores cualitativos 
y cuantitativos que medirán el avance en los procesos, así 
como los resultados intermedios o finales.  Los medios 
de verificación de este subsistema son los registros de 
las instituciones gubernamentales y del ISDEMU. Su 
periodicidad será al menos una vez al año. 

 b.  Subsistema de evaluación. Este subsistema servirá para:
	 	 •	 	Evaluar	 los	 efectos	 en	 los	 diferentes	 ámbitos	 de	

la Política Nacional, a través de un conjunto de 
indicadores de medición de los objetivos específicos de 
cada uno. Estos indicadores serán construidos a partir 
de datos obtenidos en los registros administrativos de 
las instituciones gubernamentales del Estado y en las 
estadísticas sectoriales. 

	 	 •	 	Evaluar	 y	 medir	 el	 impacto	 de	 la	 Política	 Nacional	 con	
indicadores a nivel de cumplimiento de los objetivos 
estratégicos. Su fuente de recolección serán las estadísticas 
sectoriales. La evaluación de impacto se realizará cada 
cinco años. 

El SME deberá analizar datos de distintas fuentes de información, 
incluyendo información de: registros administrativos, estudios 
de población (encuestas de hogares, de victimización, de salud 
reproductiva, entre otras); estudios con poblaciones específicas, 
evaluaciones de impacto a nivel nacional, análisis de los programas 
y servicios desde la perspectiva de las beneficiarias; estudios en 
servicios y territoriales y diagnósticos realizados por la sociedad 
civil.  

Antes de iniciar la implementación del Plan de Acción, es necesario 
elaborar la Línea de base, ya que es la primera medición de todos 
los indicadores establecidos en cada uno de los ámbitos, la cual se 
utilizará como base para medir el progreso. 
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Las instituciones gubernamentales incorporarán a sus rendiciones 
de cuentas institucionales el informe de cumplimiento de los 
compromisos adquiridos para la implementación de la Política 
Nacional y su Plan de Acción. A su vez, enviarán este informe 
al ISDEMU para contar con un documento de país que sirva de 
referencia del avance de El Salvador en materia de vida libre de 
violencia para las mujeres.  Lo anterior requerirá de coordinaciones 
institucionales entre el ISDEMU y la Subsecretaría de Transparencia 
y Anticorrupción de la Secretaría para Asuntos Estratégicos de la 
Presidencia. 

Mecanismos de contraloría social y rendición de cuentas

El desarrollo de la Política Nacional se sustentará en la participación 
significativa y sustantiva de la sociedad civil, respetando su 
autonomía y la dinámica interna de las organizaciones y redes. Para 
tal fin se implementarán las siguientes acciones: 

 a.  Establecimiento de directrices y trabajo coordinado para la 
articulación y participación del movimiento feminista, de 
mujeres y de defensoras de los derechos de las mujeres, en el 
diseño, implementación y evaluación de políticas públicas, 
lineamientos, protocolos de actuación y coordinación, planes 
y estrategias a nivel municipal, departamental y nacional que 
se realicen para prevenir, atender y garantizar la procuración 
y administración de justicia en casos de violencia contra las 
mujeres. 

 b.  Garantías de acceso a la información oportuna, veraz, 
suficiente y directa sobre procesos, acciones, datos u otros 
relativos a la Política Nacional. 

 c.  Apertura de espacios de diálogo político con las 
organizaciones de mujeres, asegurando el intercambio 
técnico - político, sustantivo entre la CTE y las organizaciones 
civiles. Estos espacios permitirán conocer las preocupaciones 
de la sociedad civil, compartir información y revisar 
conjuntamente los reportes anuales.

 d.  Participación ciudadana en las actividades de monitoreo y 
evaluación en el diseño e implementación, la selección de los 
indicadores y fuentes de información y el análisis de los datos.
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 LEY CONTRA LA VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

DECRETO Nº. 902

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR,

CONSlDERANDO:

I. Que la Constitución de la República en su artículo 32, reco-
noce a la Familia como base fundamental de la sociedad, y 
el Estado está en la obligación de dictar la legislación nece-
saria para su protección y crear los organismos y servicios 
apropiados para su integración, bienestar y desarrollo, social, 
cultural y económico;

II. Que corresponde al Estado adecuar la legislación interna a 
los Tratados y Convenciones internacionales referidos a la fa-
milia, la mujer y el niño, a fin de dar cumplimiento al artículo 
144 de la Constitución de la República;

III. Que la violencia cometida por o contra alguno de los miem-
bros de la familia, constituye una agresión constante aI dere-
cho a la vida libre de temor, a la integridad física, psíquica, 
moral y sexual de la persona humana y de su dignidad y 
seguridad;

IV. Que la violencia intrafamiliar es un fenómeno social com-
plejo que ha permanecido oculto, lo que ha posibilitado la 
impunidad del infractor y la desprotección de la víctima; y

V. Que para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intra-
familiar y enfrentarla en toda su magnitud, es conveniente 
dictar la legislación necesaria y adecuada.

POR TANTO,

En uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de los Di-
putados Mercedes Gloria Salguero Gross, Julio Antonio Gamero 
Quintanilla, José Rafael Machuca Zelaya, Alfonso Aristides Alva-
renga, Ana Guadalupe Martínez Menéndez, Carmen Elena Calde-
rón de Escalón, Walter René Araujo Morales, José Eduardo San-
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cho Castaneda, Gustavo Rogelio Salinas Olmedo, David Acuña, 
Herbert Mauricio Aguilar Zepeda, Amado; Aguiluz Aguiluz, Alex 
René Aguirre Guevara, Sonia del Carmen Aguiñada C., Selin Er-
nesto Alabí Mendoza, José Gilberto Alegría Morales, José Merzan 
López, Alfredo Arbizú Zelaya, Oscar Armando Salinas, Arturo Ar-
gumedo, Juan Antonio Ascencio Oliva, José Ramón Benítez, Félix 
Blanco, Jorge Alberto Carranza Alvarez, José Armando Cienfuegos 
Mendoza, Luis Alberto Cruz, Eugenio Chicas Martínez, Jorge Au-
gusto Díaz Rivas, Elí Avileo Díaz, Juan Duch Martínez, Miguel 
Antonio Espinal, Hermes Alcides Flores, Francisco Guillermo Flo-
res Pérez, José Víctor García, Josefina de Maza, Norma Fidelia 
Guevara de Ramirios, José Dagoberto Gutiérrez Linares, José Ale-
jandro Herrera Sánchez, Joaquín Edilberto Iraheta, Franciscco Al-
berto Jovel Urquilla, José Roberto Larios Rodríguez, Rodolfo Anto-
nio Herrera, Ricardo Adolfo León Mejía, Eduardo Alfonso Linares, 
Osmin López Escalante, Francisco Roberto Lorenzana Durán, José 
Vicente Machado Salgado, José Abel Laguardia Pineda, Alejandro 
Dagoberto Marroquín, Juan Ramón Medrano Guzmán, Francisco 
Emilio Mena Sandoval, José Tomás Mejía Castillo, José Gabriel 
Murillo Duarte, Salvador Horacio Orellana Alvarez, Carlos Díaz, 
Oscar Samuel Ortíz Ascencio, Ovidio Palomo Cristales, Lorena 
Guadalupe Peña Mendoza, David Pereira Rivera, Mauricio Quin-
teros, Rolando Isabel Portal, Norman Noel Quijano González, 
Reynaldo Quintanilla Prado, Manuel Orlando Quinteros, Fidel 
Dolores Recinos Alas, Julio César Regalado Cuéllar, Mauricio En-
rique Retana, Alejandro Rivera, René Oswaldo Rodríguez, Salva-
dor Antonio Rosales Aguilar, Miguel Angel Sáenz Varela, Roberto 
Serrano Alfaro, Gerardo Antonio Suvillaga, Rodolfo Ernesto Varela 
Méndez, María Marta Concepción Valladares, René de Jesús Ri-
vas, Ernesto Antonio Velásquez Pineda, Roberto Edmundo Viera 
Díaz, Jorge Alberto Villacorta Rosa Mélida Villatoro Benítez, Ed-
gardo Humberto Zelaya Dávila, José Dolores Zelaya Mendoza, 
Carlos Valentín Zelaya Seeligman, Manuel Ernesto Iraheta;
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DECRETA la siguiente:

LEY CONTRA LA VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

FINES

Art. 1. La presente Ley tiene los siguientes fines:

a) Establecer los mecanismos adecuados para prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia intrafamiliar, en las relaciones 
de los miembros de la familia o en cualquier otra relación 
interpersonal de dichos miembros, sea que éstos compartan 
o no la misma vivienda;

b) Aplicar las medidas preventivas, cautelares y de protección 
necesarias para garantizar la vida, integridad y dignidad de 
las víctimas de la violencia intrafamiliar;

c) Regular las medidas de rehabilitación para los ofensores; y,

d)  Proteger de forma especial a Ias víctimas de violencia en las 
relaciones de pareja, de niños y niñas, adolescentes, personas 
adultas mayores y personas discapacitadas. Esta protección es-
pecial es necesaria para disminuir la desigualdad de poder que 
exista entre las personas que constituyen una familia y tomar en 
cuenta la especial situación de cada una de ellas.(1)

Para los efectos de esta ley se entienden por familiares las relaciones 
entre, cónyuges, ex-cónyuges, convivientes, ex-convivientes, ascen-
dientes, descendientes, parientes colaterales por consanguinidad, afi-
nidad, adopción, los sujetos a tutela o guarda, así como cualquier otra, 
relación interpersonal que pueda generar este tipo de violencia.

PRINCIPIOS RECTORES

Art. 2. En la aplicación e interpretación de la presente ley, deberá 
tenerse en cuenta los siguientes principios:
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a) El respeto a la vida, a la dignidad e integridad física, psicoló-
gica y sexual de la persona;

b) La igualdad de derechos del hombre, de la mujer y de los 
hijos e hijas;

c) El derecho a una vida digna libre de violencia, en el ámbito 
público como en el ámbito privado;

d) La protección de la familia y de cada una de las personas que 
la constituyen; y,

e) Los demás principios contenidos en las convenciones y trata-
dos internacionales y la legislación de familia vigente.

CONCEPTO Y FORMAS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

Art. 3. Constituye violencia intrafamiliar, cualquier acción u omi-
sión, directa o indirecta que cause daño, sufrimiento físico, sexual, 
psicológico o muerte a las personas integrantes de la familia.

Son formas de violencia intrafamiliar:

a) Violencia psicológica: Acción u omisión directa o indirecta 
cuyo propósito sea controlar o degradar las acciones, comporta-
mientos creencias y decisiones de otras personas, por medio de 
intimidación, manipulación, amenaza directa o indirecta, hu-
millación, aislamiento o cualquier otra conducta u omisión que 
produzcan un perjuicio en la salud psicológica, la autodetermi-
nación, el desarrollo integral y las posibilidades personales;

b) Violencia física: Acciones, comportamientos u omisiones 
que amenazan o lesionan la integridad física de una persona;

c) Violencia sexual: Acciones que obligan a una persona a 
mantener contactos sexualizados físicos o verbales, o a par-
ticipar en ellos, mediante la fuerza, intimidación, coerción, 
chantaje, soborno, manipulación, amenaza u otro mecanis-
mo que anule o límite la voluntad personal. Igualmente, se 
considerará violencia sexual, el hecho de que la persona 
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agresora obligue a la persona agredida a realizar alguno de 
estos actos con terceras personas.

d) Violencia patrimonial: Acción u omisión de quien afecte o
impida la atención adecuada de las necesidades de la familia
o alguna de las personas a que se refiere la presente Ley;
daña, pierde, sustrae, destruye, retiene, distrae o se apropia
de objetos, intrumentos o bienes. (1)

ALCANCE DE LA LEY

Art. 4. Esta ley se aplicará preventivamente y sancionará los hechos 
de violencia intrafamiliar, sin perjuicio de la responsabilidad penal.

APLICACIÓN

Art. 5. Para el cumplimiento de la presente Ley intervendrán los 
Tribunales de Familia y de Paz, el Ministerio Público, el Ministerio 
de Gobernación, el Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la 
Mujer y las Instituciones Gubernamentales que velan por la familia, 
las mujeres, los niños, las niñas y adolescentes, las personas con 
discapacidad y las personas adultas mayores. (1)

CAPÍTULO II

POLÍTICAS DEL ESTADO PARA LA PREVENCIÓN DE LA 
VIOLENCIA lNTRAFAMILIAR

OBJETIVOS DE LAS POLÍTICAS

Art. 6. Es  obligación  del  Estado  prevenir,  sancionar y erradicar la
violencia   intrafamiliar   y  con  esa  finalidad  se  desarrollarán  las 
siguientes acciones: 

a) Incorporar en la formación escolar, académica técnica for-
mal y no formal, la enseñanza de los valores éticos, cívicos
y sociales; el respeto a la dignidad de la persona humana, a
los derechos y deberes de los integrantes de la familia, los
niños y niñas, personas discapacitadas; y las personas adultas
mayores conforme lo establecido en la legislación vigente y
los instrumentos internacionales ratificados por El Salvador;
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b) Realizar compañas de difusión, con el propósito de sensibili-
zar a la sociedad sobre la problemática social antes señalada, 
divulgar los alcances de la presente ley y pronunciarse en 
contra de los actos de violencia intrafamiliar;

c) Promover el estudio e investigación de las causas y conse-
cuencias de la violencia intrafamiliar, sus indicadores, su di-
námica y la forma de prevenirla. (1)

d) Establecer mecanismos legales eficaces para atender a las 
víctimas de violencia intrafamiIiar, mediante procedimien-
tos sencillos, ágiles y libres de formalismo que posibiliten la 
adopción de medidas cautelares;

e) Promover la participación activa de entidades públicas y de 
organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la protección 
de la infancia, de la familia, de la mujer, de las personas 
discapacitadas y de las personas adultas mayores, para el de-
sarrollo de labores preventivas y de control en la ejecución 
de las medidas cautelares y de protección a las víctimas de 
violencia intrafamiliar y la rehabilitación de los ofensores;

f) Crear dentro de la Policía Nacional Civil una División espe-
cializada en la atención y manejo de los casos de violencia 
intrafamiliar y defensa de los derechos humanos; (1)

g) Promover la capacitación del personal de instituciones in-
volucradas en la dinámica de la violencia intrafamiliar; así 
como, de manera especial la formación permanente de fun-
cionarios y peritos forences, para que asuman un rol eficaz 
en la erradicación de la misma; (1)

h) Sensibilizar a los funcionarios judiciales competentes para 
resolver Ios hechos de violencia intrafamiliar;

i) Incorporar a los programas de estudio de las carreras de edu-
cación superior, de las Universidades estatales y privadas y 
de la Academia Nacional de Seguridad Pública, la capacita-
ción en la dinámica de la violencia intrafamiliar, así como de 
la normativa legal correspondiente, las formas de previsión y 
su tratamiento. (1)
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ENTE RECTOR

Art. 6-A. El Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer, 
actuará como el ente rector encargado de diseñar, dirigir, asesorar, 
coordinar y velar por el cumplimiento de las políticas, programas, 
planes y proyectos referidos a la prevención y atención de la vio-
lencia intrafamiliar. (1)

Para el efectivo cumplimiento de su cometido el Instituto Salva-
doreño para el Desarrollo de la Mujer, promoverá la participación 
de las instituciones gubernamentales y organizaciones no guberna-
mentales, gobiernos locales, empresa privada, iglesias, organismos 
internacionales y otros; debiendo establecer, los mecanismos de 
coordinación necesarios para integrar a las diferentes instituciones 
del Estado y de la sociedad para prevenir, atender, proteger y con-
tribuir a resolver la problemática de la violencia intrafamiliar. (1)

MEDIDAS DE PROTECCIóN

Art. 7. Para prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas de 
violencia intrafamiliar se establecen las siguientes medidas:

a) Orden Judicial a la persona agresora de abstenerse de hos-
tigar, perseguir, intimidar, amenazar o realizar otras formas 
de maltrato en contra de las víctimas de violencia o de cual-
quier otra persona del grupo familiar que comparta o no la 
misma vivienda;

b) Orden Judicial a las personas intervinientes en los hechos 
de violencia denunciados de abstenerse de realizar actos de 
hostigamiento, intimidación, provocación, amenaza u otros 
semejantes, que puedan dar lugar o propicien la violencia in-
trafamiliar y las demás que señala la Ley Procesal de Familia;

c) Prohibir a la persona agresora amenazar a la víctima tanto en 
el ámbito privado como en el ámbito público;

d) Prohibir a la persona agresora, ingerir bebidas alcohólicas, es-
tupefacientes, alucinógenos o sustancias que generen depen-
dencia física o psíquica a juicio prudencial del juez o jueza;
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e) Orden Judicial a la persona agresora para que salga inmedia-
tamente del domicilio común. Si se resiste se auxiliará de la 
Policial Nacional Civil;

f) Fijarle a la persona agredida si así lo solicita, un domicilio 
diferente del común, que la proteja de agresiones futuras;

g) Orden Judicial de allanamiento de morada, cuando por violen-
cia intrafamiliar se arriesgue gravemente la integridad física, se-
xual, psicológica y patrimonial de cualquiera de sus habitantes;

h) Suspender a la persona agresora el permiso para portar ar-
mas, mientras estén vigentes las medidas de protección y or-
denar el decomiso de las armas que posea; (1)

i) Suspenderle provisionalmente a la persona agresora, el cui-
dado personal, la guarda, crianza y educación de sus hijos e 
hijas menores de edad y su derecho de visita a éstos en caso 
de agresión; (1)

j) Prohibir el acceso de la persona agresora aI domicilio per-
manente o temporal de la persona agredida y a su lugar de 
trabajo o estudio;

k) Establecer una cuota alimenticia provisional; una vez fijada, 
de oficio se procederá a su ejecución; (1)

I) Otorgar el uso exclusivo por un plazo determinado, del ma-
neje de la casa de habitación a la persona agredida. Deberán 
salvaguardarse especialmente la vivienda y el maneje ampa-
rados al régimen del patrimonio familiar;

m) Emitir una Orden Judicial de protección y auxilio policial, di-
rigida a la autoridad de Seguridad Pública, de su vecindario. 
La víctima portará copia de esta orden para que pueda acudir 
a la autoridad más cercana en caso de amenaza de agresión 
fuera de su domicilio; y

n) Cualquier otra medida prevista en el ordenamiento familiar 
vigente.
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INASISTENCIA A UN ACTO jUDICIAL

Art. 8. La inasistencia a la realización de un acto judicial será san-
cionado con el equivalente de tres a diez días de salario, si no se 
puede determinar, la base será el salario mínimo vigente en el lugar 
y al tiempo de la Resolución. (1)

Para hacer efectiva esta sanción el Juez o Jueza notificará al infrac-
tor o infractora, la respectiva resolución, quien podrá presentar la 
prueba de descargo pertinente dentro del término de diez días hábi-
les. Presentada o no la prueba ofrecida se resolverá lo conveniente 
en el término de veinticuatro horas. (1)

DURACIóN DE LAS MEDIDAS

Art. 9. La duración de las medidas preventivas, cautelares o de pro-
tección que se impongan a Ias personas agresoras, serán estableci-
das por el Juez o Jueza según las circunstancias, reincidencias y de 
acuerdo a las regulaciones de la Ley Procesal de Familia. (1)

Cuando las medidas hubieren caducado y no se prorroguen oficio-
samente, la víctima tendrá derecho a solicitar se decreten otras o se 
prorroguen las ya decretadas. (1)

La solicitud corresponderá tomarla al Tribunal de turno competen-
te; cuando no fuere posible hacerlo ante el Tribunal que conoce el 
caso, y en la misma se hará constar si éstas ya se habían decretado 
anteriormente, así como el Tribunal que las dictó para efecto de 
acumulación según el caso. (1)
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CAPÍTULO III

PROCEDIMIENTO

SECCIóN PRIMERA

INTERVENCIóN POLICIAL

AVISO A LA POLICÍA NACIONAL CIVIL

Art. 10. Siempre que la Policía Nacional Civil, tenga conocimiento 
o recibiere aviso que una persona es víctima de violencia intrafa-
miliar, deberá tomar las medidas necesarias para evitar que dicha 
persona sea maltratada y deberá realizar las gestiones siguientes:

a) Si la víctima manifiesta que ha sufrido golpes o heridas aun-
que no sean: visibles, daños emocionales o cuando se en-
contrare inconsciente, o en cualquier caso que requieran 
atención medica, deberá auxiliarla y hará los arreglos nece-
sarios para que reciba el tratamiento médico que necesite y 
le proveerá el transporte hasta un centro de atención o servi-
cio médico, donde pueda ser atendida; (1)

b) Si la víctima o familiares manifiestan preocupación por su segu-
ridad personal, la de sus hijos, hijas o cualquier otro miembro 
de la familia, deberá hacer los arreglos necesarios para condu-
cirlos a un lugar adecuado, donde puedan ser atendidos;

c) Asesorar a Ia víctima de violencia intrafamiliar sobre la im-
portancia de preservar las evidencias;

d) Proveerá a la víctima de información sobre los derechos que esta 
ley le confiere y sobre los servicios gubernamentales o privados, 
disponibles para las víctimas de violencia intrafamiliar; y,

e) Detendrá a la presunta persona agresora si se constata la 
existencia y participación de conductas de violencia intrafa-
miliar, cuando los hechos constituyan otros delitos que sean 
manifestaciones derivadas de ésta y cuando se trate del delito 
de violencia intrafamiliar contemplado en el Art. 200 del Có-
digo Penal. En todo caso tomará las medidas pertinentes para 
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impedir al agresor o agresora continuar con actos violentos y 
protegerá a la victima. (1)

f)  En su deber de auxilio a las víctimas, y en aquellos casos en 
que la violencia intrafamiliar no es aún constitutiva de delito, 
pero si es observable una discución acalorada, ambiente hostil 
o si el pedido de calma hecho por la Policía no es atendido 
de inmediato; la Policía Nacional Civil podrá dictar la medida 
de protección especial temporal, que consistirá en ordenar a 
la presunta persona agresora, que se aleje del lugar de los he-
chos, hasta por un plazo máximo de ocho horas. La desobe-
diencia a esta orden, acarreará responsabilidad penal. (1)

INFORME POLICIAL

Art. 11. Practicado lo dispuesto en el artículo anterior, Ia Policía 
Nacional Civil avisará de inmediato al Tribunal competente, acom-
pañando dicho aviso del informe de las diligencias practicadas. En 
dicho informe se incluirá de manera concisa cualquier manifesta-
ción de la víctima, en cuanto a la frecuencia y severidad de los 
incidentes de violencia intrafamiliar; y además, deberá informarse 
sobre la adopción de la medida especial de protección temporal a 
favor de la víctima, cuando se hubiere hecho uso de ella. (1)

Si se hubiere detenido a una persona en flagrante delito, deberá 
procederse conforme el procedimiento penal. (1)

PRUEbA TESTIMONIAL

Art. 12. Los agentes de la Policía Nacional Civil, podrán ser acepta-
dos como testigos, si la persona agresora es capturada en flagrancia.

 
SECCIóN SEGUNDA

INTERVENCIóN DEL MINISTERIO PÚbLICO

DENUNCIA

Art. 13. Toda persona que tenga conocimiento de un hecho consti-
tutivo de violencia intrafamiliar, podrá denunciarlo o dar aviso a la 
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Policía Nacional Civil, a los Tribunales competentes y a la Procura-
duría General de la República. La denuncia podrá hacerse de ma-
nera escrita o verbal, en forma personal o a través de apoderado o 
apoderada y en la misma se podrán solicitar las medidas cautelares, 
preventivas o de protección que se estimen pertinentes. Cuando 
sea denuncia verbal se hará constar en acta. La denuncia contendrá 
en cuanto sea posible, la relación circunstanciada del hecho, con 
indicación de la persona agresora, perjudicados, testigos y demás 
elementos que puedan conducir a su comprobación. (1)

ObLIGACIóN DE DAR AVISO A LOS FUNCIONARIOS 
COMPETENTES

Art. 14. Tendrán obligación de dar aviso de los hechos constitutivos 
de violencia intrafamiliar:

a) Los funcionarios que los conozcan en el ejercicio de sus fun-
ciones; y,

b) Las o los médicos, farmacéuticos, enfermeros, maestros y de-
más personas que ejerzan profesiones relacionadas con la 
salud, la educación y la asistencia social, que conozcan tales 
hechos aI prestar sus servicios dentro de su profesión. (1)

DENUNCIA CUANDO LA VÍCTIMA FUERE MENOR DE EDAD, 
INCAPAz O DISCAPACITADO

Art. 15. Cuando la víctima fuere menor de edad, incapaz o discapa-
citado, los hechos podrán ser denunciados por sus representantes, 
legales por la víctima y por las instituciones asistenciales, sociales 
y educativas, así como cualquier autoridad o persona que tenga 
conocimiento de los hechos de violencia intrafamiliar.

ACTUACIóN DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚbLICA

Art. 16. La Procuraduría General de la República, cuando tenga co-
nocimiento de hechos constitutivos de violencia intrafamiliar, por 
aviso o por denuncia presentada ante ella, citará a las personas en 
conflicto y procurará la conciliación; si lo solicita la víctima o si 
fuera procedente. Si de los hechos narrados se advierte la necesi-
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dad inmediata de proteger a la víctima, se solicitarán las medidas 
de protección pertinentes. Si no hubiere conciliación o ésta no se 
hubiere solicitado, se iniciará el procedimiento a que se refiere la 
presente Ley ante el Tribunal competente. (1)

De igual manera la Procuraduría General de la República, está en la 
obligación de aportar pruebas, si se inicia el procedimiento judicial 
a que se refiere la presente ley. (1)

ACTUACIóN DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚbLICA

Art. 17. Cuando el hecho de violencia intrafamiliar fuere constitu-
tivo de delito, la Fiscalía General de la República está en la obliga-
ción de investigar y aportar pruebas en los procedimientos penales 
que se iniciaren en los tribunales correspondientes.

REMISIóN DE DILIGENCIAS

Art. 18. Si las personas en conflicto no concurrieron a la cita por 
segunda vez o por apremio o concurriendo, no se lograre avenir-
las, los Procuradores Auxiliares del Procurador General de la Re-
pública, deberán remitir de inmediato un informe de lo actuado 
juntamente con las diligencias respectivas aI funcionario judicial 
competente, para el inicio del proceso a que se refiere la sección 
tercera de este capítulo.

VISITAS PERIóDICAS A DEPENDENCIAS POLICIALES

Art. 19. El Procurador General de la República, el Fiscal General 
de la República y el Procurador para la Defensa de los Derechos 
Humanos, por si, o por medio de sus Agentes Auxiliares y Procu-
radores Auxiliares, visitarán mensualmente la División correspon-
diente de la Policía Nacional Civil, a efecto de conocer los hechos 
de violencia intrafamiliar investigados, con el fin de dar un informe 
público estadístico cada tres meses y así recomendar las medidas 
pertinentes a Ias instancias correspondientes. En todo caso será 
respetada la intimidad de las personas agredidas y de la persona 
agresora, consecuentemente no deberá publicarse ningún dato que 
directa o indirectamente posibilite la identidad de las víctimas.
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SECCIóN TERCERA

INTERVENCIóN jUDICIAL

COMPETENCIA

Art. 20. Serán competentes para conocer de los procesos que se 
inicien conforme a esta ley:

LA jURISDICCIóN DE FAMILIA Y LOS jUECES DE PAz

INICIACIóN DEL PROCEDIMIENTO

Art. 21. Deberán iniciar el procedimiento los Tribunales de Paz o 
Familia en su caso, cuando mediare denuncia o aviso de la Policía 
Nacional Civil o de la Procuraduría General de la República. (1)

Asimismo, se iniciará por denuncia o aviso de la víctima y de toda 
persona natural o jurídica, instituciones u organismos sociales que 
velen por la mujer, la niñez, adolescencia, adulto mayor, repre-
sentante legal de incapaces, persona que tiene a cargo la guarda 
personal del discapacitado; en los casos a que se refiere la presente 
Ley, ya sea de forma verbal o escrita. (1)

Además podrán solicitar las medidas cautelares, preventivas o de 
protección que se consideren pertinentes. (1)

PRINCIPIOS PROCESALES

Art. 22. En los procesos que se siguieren conforme a esta ley el juez 
o jueza respectivo, deberá aplicar los principios de oralidad, inme-
diación, concentración, celeridad, igualdad, economía, probidad y 
oficiosidad. En la valoración de la prueba, los Jueces aplicarán la 
sana crítica.

MEDIDAS

Art. 23. Recibidas las diligencias provenientes de la Procuraduría Ge-
neral de la República, o a petición directa de las víctimas, el Juez o Jue-
za deberá decretar inmediatamente si el caso lo requiere, las medidas 
cautelares, preventivas o de protección que estimare pertinentes. (1)
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Las medidas de protección se mantendrán vigentes no obstante se 
inicie el procedimiento penal en caso de delito y el Tribunal de Paz 
o de Familia deberá darle el seguimiento correspondiente. (1)

ExáMENES PERICIALES

Art. 24. El funcionario judicial ordenará inmediatamente cuando el 
caso lo requiera, los exámenes médico forenses por golpes externos, 
internos o daño psicológico a la víctima. Para llevarlos a cabo se au-
xiliará del lnstituto de Medicina Legal o cualquier organismo guber-
namental, no gubernamental o del equipo multidisciplinario adscrito 
al Tribunal de Familia o a los organismos señalados en este artículo. 
Y cuando lo considere necesario, también podrá ordenar el peritaje 
psicosocial de la persona agresora y de los niños y niñas. (1)(2)

DICTáMEN PERICIAL

Art. 25. El dictamen pericial se expedirá por escrito y se presentará 
a más tardar dentro de las setenta y dos horas de solicitado. En el 
caso en que el dictamen se requiera con urgencia, podrá rendirse 
verbalmente y se asentará en acta. (1)

Si del dictamen recibido resultare que el hecho de violencia intrafa-
miliar constituye delito, el Juez o Jueza de Familia o de Paz continua-
rá el procedimiento para el solo efecto de darle cumplimiento a las 
medidas impuestas y certificará lo conducente a la Fiscalía General 
de la República para que inicie el proceso correspondiente. (1)

SEñALAMIENTO Y CITACIóN DE AUDIENCIA

Art. 26. Inmediatamente de recibido el dictamen pericial y si el 
hecho no constituye delito, el juez o jueza citará a la víctima y al 
denunciado o denunciada a una audiencia preliminar dentro del 
plazo de cinco días hábiles, a fin de conocer los hechos, en la que 
podrán o no hacerse acompañar de apoderado o de un Procurador 
Auxiliar del Procurador General de la República. (1)

AUDIENCIA PRELIMINAR

Art. 27. A la audiencia señalada concurrirán personalmente la víc-
tima y denunciado pudiéndose ambos acompañar de abogado o 
abogada y se levantará acta.
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El juez o jueza presidirá personalmente dicha audiencia y dará opor-
tunidad en igualdad de condiciones a la víctima para que reafirme, 
amplíe o modifique la denuncia y al denunciado para que haga sus 
propias valoraciones, se allane a los hechos o los contradiga.

Después de oírlos propiciará un diálogo con los concurrentes sobre 
los efectos nocivos de la violencia intrafamiliar y sus repercusiones 
en la familia y propondrá mecanismos para evitar la repetición de 
los hechos constitutivos de la misma, sobre los cuales no procederá 
conciliación. (1)

También deberá hacer conciencia en el denunciado de las sanciones 
penales en que puede incurrir si la acción violenta se reitera y de las 
medidas que esta ley prevee para sancionar la violencia intrafamiliar.

RESOLUCIóN

Art. 28. En la misma audiencia el juez o jueza con base en lo ex-
puesto por los comparecientes, siempre que los hechos no requie-
ran prueba y en atención a compromisos que asuma el denunciado 
o la denunciada y acepte la víctima, resolverá:

a) Tener por establecidos los hechos constitutivos de violencia 
intrafamiliar denunciados;

b) Atribuir la violencia a quien o quienes la hubieren generado;(1)

c) Imponer a la persona agresora el cumplimiento del compro-
miso adquirido por él o ella en la audiencia;

d) Decretar las medidas de prevención, cautelares o de protección 
que fueren necesarias, si previamente no se hubieren acordado.

e) Imponer a la persona agresora, la obligación de pagar a la 
víctima el daño emergente de la conducta o comportamien-
to violento, como los casos de servicios de salud, precio de 
medicamentos, valor de bienes y demás gastos derivados de 
la violencia ejercida; (1)

f) Imponer al agresor o agresora tratamiento psicosocial, psi-
quiátrico o de grupos de auto ayuda especializados en vio-
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lencia intrafamiliar, a través de la asistencia a terapias sobre 
violencia intrafamiliar, utilizando los diversos programas que 
desarrollan las instituciones de protección a la familia. Esta me-
dida también podrá aplicarse desde el inicio del procedimiento 
y en todo caso se les dará seguimiento psicosocial. (1)(2)

En la misma resolución se prevendrá a la persona agresora de las 
sanciones penales en que incurrirá en caso de incumplimiento o 
reiteración de los hechos de violencia intrafamiliar.

SEñALAMIENTO DE LA AUDIENCIA PÚbLICA

Art. 29. Si el denunciado o denunciada no se allanaren o los hechos 
requieran prueba, señalará audiencia para recibirla, en un plazo 
que no excederá de diez días hábiles después de la audiencia pre-
liminar; dentro del cual se practicará la inspección e investigación 
psicosocial o cualquier otra diligencia. (1)(2)

AUDIENCIA PÚbLICA

Art. 30. El día señalado se recibirá en audiencia pública a las partes y 
en forma oral, las declaraciones de los y las testigos y demás pruebas, 
o que presenten las partes y las que el juez o jueza hayan ordenado.

De igual forma se evaluarán los estudios de los trabajadores socia-
les y dictámenes de los peritos. Las partes y sus abogados o aboga-
das podrán repreguntar directamente a los testigos y a los peritos.

SENTENCIA

Art. 31. Producidas las pruebas ofrecidas el juez o jueza en la misma 
audiencia dictará su fallo y ordenará las medidas previstas en esta ley 
o absolverá de responsabilidad aI denunciado o denunciada.

RECURSOS

Art. 32. Las resoluciones pronunciadas por el juez o jueza en las 
que se imponga a la persona agresora medidas preventivas caute-
lares o de protección, o se absuelva aI denunciado o denunciada 
serán apelables ante las Cámaras de Familia, aunque sean pronun-
ciadas por un juez de paz.
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El tribunal de alzada resolverá el recurso con sólo la vista del pro-
ceso, dentro de los ocho días hábiles después de haberlo recibido; 
esta resolución no admitirá recurso de casación. (1)

El recurso podrá interponerse de palabra o por escrito en el acto de 
la notificación o dentro de los tres días hábiles siguientes.

CONTROL DE LA EjECUCIóN DE LA SENTENCIA

Art. 33. Durante el transcurso del proceso y después del mismo, el 
juez o jueza controlará por el tiempo que juzgue conveniente el 
resultado de las medidas y decisiones adoptadas e impuestas en la 
sentencia, por intermedio del equipo multidisciplinario adscrito al 
Tribunal de Familia quien dará informes con la periodicidad que el 
juez o jueza les señale.(2)

INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA

Art. 34. Siempre que fuere posible constatar el incumplimiento 
de las medidas preventivas, cautelares o de protección, impuestas 
por el juez o jueza, en cualquier etapa del proceso, así como los 
compromisos acordados, librará oficio a la Fiscalía General de la 
República, con certificación de los pasajes pertinentes, para que 
presente el requerimiento por el delito de desobediencia. Sin per-
juicio que la víctima pueda denunciar los hechos personalmente 
ante la misma institución o pedir el auxilio de la Policía Nacional 
Civil, en su caso. (1)

COMPARECENCIA ObLIGATORIA DE VÍCTIMAS Y DENUNCIADOS

Art. 35. En el proceso judicial previsto en esta sección, será obliga-
toria la comparecencia de víctimas y denunciados a las audiencias 
a que fueren citados, salvo justo impedimento. (1)

La no comparecencia de las víctimas o de los denunciados hará 
incurrir a éstos en una multa que le impondrá el juez o jueza en 
dicha audiencia sin perjuicio de la facultad que tiene de hacerlos 
comparecer por apremio. (1)

Las multas se harán efectivas o se dejarán sin efecto de conformidad 
a lo prescrito en el Artículo 8 de la presente Ley. (1)



127

Ley  contra la Violencia Intrafamiliar

159

 Ley contra la Violencia Intrafamiliar

RESPONSAbILIDAD POR DESObEDIENCIA

Art. 36. DEROGADO (1)

CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES Y VIGENCIA

RESERVA DE LOS PROCESOS Y DILIGENCIAS

Art. 37. Los procesos y diligencias que se instruyan en aplicación 
de esta Ley, serán reservados excepto para las partes, abogados, 
abogadas, procuradores, fiscales y personal especializado que in-
tervenga en los mismos.

ASISTENCIA LETRADA

Art. 38. En los procesos y diligencias que se instruyan conforme a 
la presente Ley, las partes podrán ser asistidas o no por Abogado o 
Abogada. (1)

Si las partes o una de ellas carecieren de recursos económicos y 
solicitaren asistencia legal al juez o jueza, el Estado por medio de 
la Procuraduría General de la República, les proveerá de un Procu-
rador Específico que los asista. (1)

FACULTAD DEL jUEz O jUEzA

Art. 39. Los jueces o juezas podrá hacer uso de la seguridad pública 
para hacer cumplir sus resoluciones o providencias.

SOLICITUD DE ASISTENCIA Y ACOMPAñAMIENTO

Art. 40. Los jueces o juezas podrán solicitar colaboración a todas las 
entidades y organizaciones públicas o privadas dedicadas a la pro-
tección de la niñez, adolescencia, mujeres, personas adultas mayores 
y discapacitadas, a efecto de que se proporcione asistencia y acom-
pañamiento gratuito a las víctimas afectadas por hechos de violencia 
intrafamiliar denunciados, y para que coadyuven en la aplicación de 
Ias medidas de protección que se impongan de conformidad a la pre-
sente Ley, al ordenamiento familiar, de la niñez y adolescencia. (1)
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Los funcionarios judiciales y administrativos, podrán permitir con 
expresa voluntad de la víctima el acompañamiento psicológico y 
emocional, al denunciar el hecho y en las respectivas audiencias, 
ya sea de persona natural o de organizaciones de la sociedad civil 
que trabajen para la prevención y atención de la violencia intrafa-
miliar, durante el proceso judicial y administrativo, lo que deberá 
constar en acta. La víctima hará cesar dicho acompañamiento y 
sustituirlo por otra persona o institución, de la misma manera. (1)

La víctima igualmente tendrá derecho a ser asistida técnicamente 
por el equipo multidisciplinario adscrito al Tribunal de Familia, por 
el período establecido por éste.(2)

SUSPENSIóN DEL PROCESO PENAL

Art. 41. Si en el curso de un proceso penal el juez o jueza constata-
re que se trata de hechos sujetos a la aplicación de esta ley suspen-
derá el proceso e iniciará el procedimiento previsto en la Sección 
Tercera del Capítulo III de esta ley, si el mismo fuere competente. 
Si no lo fuere, remitirá lo actuado aI juez o jueza competente. En 
todo caso, lo actuado por el juez o jueza instructor tendrá validez.

MEDIDAS EN MATERIA PENAL

Art. 42. Cuando se trate de hechos de violencia intrafamiliar some-
tidos a la jurisdicción penal y a personas sujetas a la presente ley, el 
juez o jueza durante la tramitación del proceso, deberá aplicar las 
medidas preventivas, cautelares y de protección pertinentes regula-
das en esta normativa. (1)

Las mismas podrán mantenerse o decretarse al dictar sentencia co-
rrespondiente y para asegurar su eficaz cumplimiento, los Tribuna-
les de ambas jurisdicciones, que hayan intervenido en estos casos, 
deberán intercambiar información directa sobre el estado del pro-
ceso a efecto de ser considerado en su resolución judicial. (1)

A dicha resolución podrá dársele seguimiento con el apoyo de los 
Centros de Atención Psicosocial del Órgano Judicial, los Equipos 
Multidisciplinarios adscritos a los Tribunales de Familia y de aque-
llas instituciones públicas y privadas; así como de organizaciones 
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no gubernamentales que brinden atención a las personas en violen-
cia intrafamiliar. (1)(2)

PROhIbICIóN DE FUERO

Art. 43. En materia de Violencia intrafamiliar no se permitirá fuero, 
ni privilegios de ningún tipo en razón del cargo.

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

REGLA SUPLETORIA

Art. 44. En todo lo no previsto en esta ley en Io relativo a procedi-
mientos y valorización de pruebas, se aplicarán las normas de la 
Ley Procesal de Familia y del Código de Procedimientos Civiles.

VIGENCIA

Art. 45. La presente ley entrará en vigencia ocho días después de su 
publicación en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALÓN AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Sal-
vador, a los veintiocho días del mes de noviembre de mil novecien-
tos noventa y seis.

MERCEDES GLORIA SALGUERO GROSS, 
PRESIDENTA.

ANA GUADALUPE MARTÍNEZ MENÉNDEZ, 
VICEPRESIDENTA.

ALFONSO ARÍSTIDES ALVARENGA, 
VICEPRESIDENTE.

JOSÉ RAFAÉL MACHUCA ZELAYA, 
VICEPRESIDENTE.

JULIO ANTONIO GAMERO QUlNTANILLA, 
VlCEPRESIDENTE.
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JOSÉ EDUARDO SANCHO CASTAÑEDA, 
SECRETARIO.

GUSTAVO ROGELIO SALINAS OLMEDO, 
SECRETARIO.

CARMEN ELENA CALDERÓN DE ESCALÓN, 
SECRETARIA.

WALTER RENÉ ARAUJO MORALES, 
SECRETARIO.

RENÉ MARIO FIGUEROA FIGUEROA, 
SECRETARIO.

PUBLÍQUESE,

ARMANDO CALDERÓN SOL, 
Presidente de la República.

JOSÉ VICENTE MACHADO SALGADO, 
Viceministro de Justicia, 

Encargado del Despacho.

D.L. Nº. 902, del 28 de noviembre de 1996, publicado en el D.O. 
Nº. 241, Tomo 333, del 20 de diciembre de 1996.

REFORMAS:

(1) D. L. N°. 892, del 27 de junio del 2002, publicado en el D.O. 
N°. 137, Tomo 356, del 24 de julio del 2002.

(2) D.L. N°. 403, del 12 de agosto del 2004, publicado en el D.O 
N°. 178, Tomo 364, del 27 de septiembre del 2004




